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Alcances, límites y delimitaciones de la reglamentación la ley 26.061. 

Desafíos pendientes…

“Los derechos humanos no son solamente una formulación normativa lingüística capaz por su solo enunciado, de garantizar la efectividad del derecho en cuestión”

(Barcesat)

Marisol B. Burgués

Gabriel Lerner

1. Introducción

Tras un largo proceso de debates parlamentarios que, se reciclaron año tras año desde 1998, el 28 de setiembre del año 2005, se aprobó la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
, promulgada de hecho el 21 del siguiente mes y publicada el 26 del mismo.  

La ley 26.061 fue recibida con gran interés, por cuanto con ella finalmente se cerró una primera etapa en relación a la infancia y adolescencia identificada con la denominada doctrina de la protección irregular, en el marco, de una discusión agotada tanto jurídica cuanto políticamente
. Debe recordarse, sin embargo, que aún queda pendiente la reforma de las normas que regulan el régimen penal para infractores menores de edad, leyes 22.278 y 22.803, sin perjuicio de que frente a la sanción de la ley 26.061 se imponga una interpretación armónicas de ellas que garantice el respeto y la observancia por los derechos de las niñas, niños y adolescentes, con particular incidencia en las previsiones de los artículos 1 y 2 de la ley 22.278 antes citada.

Sin dudas, en el nuevo cuerpo normativo se depositó la esperanza –compartida por muchos- de que se produzca la traducción largamente reclamada en el plano jurídico doméstico de la Convención sobre los Derechos del Niño
, constituyéndose en un instrumento eficaz para las redefinición de las relaciones de las niñas, niños y adolescentes con el estado, la familia y la sociedad, a partir del respeto de sus derechos. 

Sin embargo, a partir de la sanción de la ley 26.061, en distintos ámbitos, la preocupación predominante ha sido en relación a cómo se reglamentaría la ley 26.061, en virtud del mandato dispuesto en su artículo 77
. Para algunos actores, la expectativa se ha centrado en que la reglamentación subsane los defectos estructurales del texto de la ley
; para otros en la confusión de que su vigencia se encontraba supeditada a dicha tarea
.

El presente trabajo no pretende abordar un análisis de la ley 26.061, sino que centraliza su objetivo en presentar la modalidad adoptada para enfrentar la tarea reglamentaria de ella, y, exponer los criterios observados para ello, los propósitos y el alcance de dicha tarea que, finalmente ha convergido en los Decretos Reglamentarios 415/06 y 416/06
. Asimismo, intenta proyectar para el debate, ciertos desafíos que importan tanto la reglamentación de la ley, como aquellos aspectos aún pendientes a nivel legislativo, a fin de superar definitiva y sustancialmente la actitud de indiferencia que nuestra normativa jurídica interna ha tenido respecto a un verdadero reconocimiento de la  condición jurídica de la infancia y adolescencia. 
2. Consideraciones generales sobre la tarea reglamentaria.

2.1. Alcance y criterios. 

La labor reglamentaria de la ley 26.061 revistió una característica particular. 

En el entendimiento de que la participación no sólo es saludable desde lo institucional sino que coadyuvaría a la posterior sustentabilidad de la reglamentación en su aplicación concreta, se formó una Comisión Técnica –en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación- para llevar a cabo la tarea mencionada. El equipo técnico citado realizó una ronda de consultas inéditas por su amplitud y que significó la intervención activa y plural de diversos actores. 

El resultado de la convocatoria de la ronda de consultas se reflejó en la contribución y compromisos plasmados en la cantidad de propuestas y consideraciones recibidas por la mencionada la Comisión Técnica, de parte de distintos ministerios del Poder Ejecutivo Nacional, de las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, organismos internacionales, organizaciones de la sociedad civil, referentes en la materia del ámbito académico, sindicatos y trabajadores en general.  

Luego de un análisis y sistematización de las propuestas y sugerencias recibidas –por escrito y aún verbalmente- y sumarlas a las gestadas en la misma Comisión Técnica, comenzó la etapa de definiciones sobre el alcance y los criterios que debían adoptarse en la elaboración del anteproyecto de reglamentación de la ley 26.061.

En primer lugar, se consideró necesario que la reglamentación se efectuara en el contexto de un proceso, es decir en etapas, de ahí que se arribó a los primeros instrumentos elevados, y que concluyeron en los Decretos 415/06 y 416/06, cuya explicación queda expresamente consignada, al manifestarse que las posibilidades de reglamentar la ley, no se encuentran agotadas
.  

En segundo lugar, teniendo en cuenta la complejidad de la diversidad de la naturaleza de las normas reunidas en la ley 26.061 (de fondo, de forma o procedimiento, y de organización intragubernamentales o intradministrativas), se evaluaron y estudiaron las limitaciones que se imponían a la tarea reglamentaria.

En tal contexto, signado por la austeridad, se inscribió en lo que podríamos denominar una primera etapa, la reglamentación de la ley 26.061, a partir, básicamente, del respeto a dos cuestiones insoslayables: la voluntad del legislador y la característica federal (normativa, histórica y política) de nuestro país
, la cual debía tenerse particularmente presente en relación a las normas de forma y las de organización administrativa, para no avasallar las competencias y facultades propias de las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la materia
. 

De la misma manera, debió apelarse a un equilibrio en el abordaje, desde un enfoque práctico, de aquellos aspectos estrictamente indispensables para la concreta aplicación de la nueva normativa, a fin de que las cuestiones de relevancia no quedaran diluidas por la reiteración de declamaciones o la profusión de normas de poco probable aplicabilidad, y la necesidad presentada por algunas normas de precisiones y definiciones técnicas-políticas para disminuir las tensiones que podía provocar su interpretación y aplicación. 

En tal sentido, y en líneas generales, podemos decir, que la tarea reglamentaria de la ley 26.061 hasta aquí desarrollada, se concentró por un lado, en el aporte de ciertas pautas orientadoras que tuvieran por finalidad una correcta y concreta interpretación y aplicación de la ley
; limitándose, por otro lado, a establecer las bases mínimas que permitieran concretar el rediseño institucional, creado por la ley, del que van a depender las políticas de promoción y protección a la infancia y adolescencia.  

2.2. Cláusula transitoria del Decreto 415/06

Antes de pasar al análisis de los artículos de la ley que fueron materia de reglamentación, consideramos de interés detenernos en el tratamiento de la disposición transitoria del artículo 2 del Decreto 415/06, en tanto establece la obligación de los organismos administrativos nacionales, provinciales y locales de revisar las normativas que regulan y/o repercuten en el acceso y/o ejercicio de los derechos reconocidos a las niñas, niños y adolescentes adecuándolas a los postulados de la ley N° 26.061, como primer medida a los fines de dar operatividad al denominado principio de efectividad
. 

El mencionado principio de de efectividad, básicamente consiste en la obligación de los Estados de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole para dar efectividad a los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Al respecto estimamos necesario resaltar que los Estados infringen la CDN no sólo cuando ejecutan acciones que vulneran derechos sino que, por sobre todo, la infringen cuando se abstienen de construir los mecanismos que aseguren el debido ejercicio de sus derechos y de establecer las garantías para la plena satisfacción de éstos
. 

De este modo, la referida disposición transitoria, recoge las observaciones del Comité sobre los Derechos del Niño, en cuanto ha expresado que: “…la revisión general de toda legislación interna y las directrices administrativas conexas para garantizar el pleno cumplimiento de la Convención constituye una obligación…que los Estados Partes tienen que hacer, por todos los medios adecuados, que las disposiciones de la Convención surtan efecto jurídico en el ordenamiento interno. La incorporación, por sí sola no evita la necesidad de hacer que todo el derecho interno pertinente, incluso el derecho local o consuetudinario, se ajuste a la Convención. Y que cuando un Estado delegue poderes para legislar en los gobiernos regionales o territoriales federados, deberá exigir asimismo a esos gobiernos subsidiarios que legislen en el marco de la Convención y garanticen su aplicación efectiva”
.    

Además, en la misma disposición, se contempla que, durante el plazo de 24 meses a contarse desde el dictado del decreto, debe garantizarse la continuidad del acceso a las políticas y programas vigentes de quienes se encuentren en la franja etárea de los 18 a 20 años inclusive, a los efectos de garantizar una adecuada transición del régimen establecido por la derogada ley 10.903 al Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Este aspecto amerita resaltarse por haber previsto el tiempo necesario que requieren los aspectos prácticos de rediseño y reordenamiento institucional, que importan la transición de un modelo de protección a otro, cuyos sujetos destinatarios son aquellas personas menores de edad hasta los 18 años, conforme los artículos 1 y 2 de la CDN y la ley N° 26.061 respectivamente.

Hubiera resultado paradójico que, una ley cuyo objeto es la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte
, a partir de un día para el otro deje sin la asistencia que desde el Estado se venía brindando a las personas de 18 años a 20 años, máxime cuando en la legislación civil de fondo la edad establecida para alcanzar la mayoría de edad aún no se ha adecuado al estándar convencional, en aplicación además de la doctrina emanada del artículo 41 de la CDN
.

En la misma línea de argumentación, de manera consecuente con el significado del cambio de concepción en materia de protección a la infancia y adolescencia que impone la nueva normativa, es de resaltar la previsión del límite, dado por el respeto al pleno ejercicio de los derechos, en la modalidad de la continuidad del acceso a las políticas y programas vigentes. 

Tal observación, no resulta inofensiva si tenemos en cuenta la asociación que se ha dado en nuestro país entre el modo de ejercicio del denominado Patronato del Estado y la vulneración o desconocimiento de los derechos de la infancia y adolescencia. 

3. Los aspectos reglamentados de la ley 26.061: principios, derechos y garantías.

De acuerdo a los criterios señalados en el punto anterior, en principio, el Poder Ejecutivo Nacional se ha limitado a reglamentar mediante el Decreto N° 415/06, principalmente algunas de las disposiciones generales del Título I y en especial  aquellos artículos contenidos bajo el Título II en el que la ley 26.061 recepta una serie de  principios, derechos y garantías, que recoge de la CDN.

Como cuestión preliminar, concierne referirnos a ciertas críticas realizadas, desde algunos sectores de la doctrina nacional
, a la técnica legislativa utilizada en la ley 26.061, en razón de la reiteración principios, derechos y garantías ya  contemplados en la CDN. 

Frente a ellas, sin embargo, entendemos que deben observarse –al menos- dos cuestiones. 

Por un lado, de manera general, el respeto y la observancia de los derechos del niño, pese a su reconocimiento y consagración con jerarquía constitucional, no se ha visto plenamente traducido en las prácticas. Lo cual, justifica la necesidad del legislador de apelar a la función simbólica, pedagógica y política que tiene el derecho como una herramienta de suma utilidad para promover la aceptación social y cultural de esta nueva forma de concebir a la infancia y adolescencia. En tal sentido, se ha manifestado que: “Tal vez una ley federal pueda ser útil en el tema por razones políticas para impulsar la reforma en aquellos estados provinciales que aún no la han llevado a cabo o que lo han hecho con estándares diferentes de los consagrados por los instrumentos internacionales de rango constitucional”
, señalándose asimismo que: “....en este caso la ley debería ser simplemente una ley marco que estableciera las líneas generales que deben guiar las políticas de protección y promoción de derechos, pero no mucho más”
.

Por otro lado, de manera particular, si bien la ley reitera algunas normas y principios ya contemplados en la CDN, la ley ha constituido un avance respecto de los estándares convencionales, en razón del mayor alcance con que recepta algunos derechos y garantías fundamentales, a la vez que mediante ella, se crea una nueva institucionalidad rectora de las políticas públicas de infancia en el país, concretando la nueva forma de relación entre el Estado y la infancia y adolescencia.      
3.1. Principios de la ley 26.061.   

Pasando finalmente, al análisis de los preceptos propios de la ley 26.061, en relación a los principios que ella recepta, la reglamentación se ocupa de precisar aspectos de algunos de ellos, tales como el del interés superior, el rol protagónico de la familia en la crianza de los niños o la intervención estatal subsidiaria a los efectos de prestarle la ayuda y asistencia necesaria para que pueda asumir y desarrollar sus funciones y el de efectividad
.

Así, en primer término, respecto del principio del Interés superior, la reglamentación se detiene en el concepto de “centro de vida” receptado en el inciso f) del artículo 3, estableciendo que el mismo se interpretará de manera armónica con la definición de “residencia habitual” de la niña, niño o adolescente contenida en los tratados internacionales ratificados por la República Argentina en materia de sustracción y restitución internacional de personas menores de edad. 

     
Para entender la razón de tal aclaración, resulta de interés mencionar que, durante el proceso de producción de la ley
, la finalidad de incorporar el concepto de “centro de vida” respondió a los efectos de determinar cuál es el juez competente (el del centro de vida del niño), fundamentalmente en materia de derecho internacional privado. Incluso se objetó tal innovación, proponiéndose utilizar el concepto de “residencia habitual” contenido en el artículo 4 de la Convención de La Haya ratificada por ley 23.857
. 

Sin embargo, la ley finalmente, mantiene la noción de “centro de vida” definida como “el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia”
. La introducción de tal concepto no se presenta libre de posibles tensiones, habiéndose observado por algunos autores el deseo de que la jurisprudencia y la doctrina desarrollen con mayor precisión el mismo”
, máxime, teniendo en cuenta que, en materia de sustracción y restitución internacional, los tratados ratificados por nuestro país no receptan la mencionada noción sino el concepto de “residencia habitual”. 

Por tales razones, la pauta de interpretación establecida por la reglamentación tuvo como objetivo neutralizar, o al menos disminuir los márgenes de posibles conflictos que pudieran surgir entre los dos conceptos referidos, en casos específicos de sustracción y restitución internacional de niños. 

En segundo término, respecto a la responsabilidad prioritaria que tiene la familia de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y efectivo ejercicio de sus derechos y garantías, contemplada en el artículo 7 de la ley
, la reglamentación expresa que: “Se entenderá por “familia o núcleo familiar”, “grupo familiar”, “grupo familiar de origen”, “medio familiar comunitario”, y “familia ampliada”, además de los progenitores, a las personas vinculadas a los niños, niñas y adolescentes, a través de líneas de parentesco por consanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la familia ampliada”.

En virtud de que la ley utiliza los términos antes enumerados, de manera indistinta en varios de sus artículos, aunque con la misma finalidad, esto es, referirse a la familia del niño, niña o adolescente, se entendió necesario unificar el sentido y alcance del término, en el marco de la ley objeto de reglamentación.
. 

Partiendo de la base de dos premisas fundamentales en la ley y estrechamente vinculadas, como la valorización y fortalecimiento del rol de las familias en la efectivización de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y el derechos de éstos a crecer y desarrollarse en “su” ámbito familiar y comunitario, la pauta de interpretación introducida por la reglamentación, resulta de suma importancia, en especial, para dejar en claro que, cuando la ley compromete a los organismos del Estado a asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir adecuadamente esa responsabilidad, el compromiso se establece frente a la familia del niño en un sentido amplio, comprendiendo las distintas formas que ella pueda asumir, incluso asimilándola a otros miembros de la comunidad que representen para la niña, niño o adolescentes, vínculos significativos y afectivos en su historia personal como desarrollo, asistencia y protección
.

En este punto, se ven reflejadas las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño en cuanto en reiteradas oportunidades ha instado a que la referencia a “familia” se interprete con flexibilidad, manifestando que: “las referencias a “familia” (o a los padres) deben entenderse en el contexto local, y no siempre se limitan únicamente a familia “nuclear”, sino también a la familia ampliada o incluso a definiciones comunales más amplias, que incluyen a los abuelos, hermanos y hermanas, otros parientes, tutores o protectores, vecinos, etc.”
. 

Asimismo, se consagra la obligación, tanto de los organismos del Estado como de la comunidad que presten asistencia a las niñas, niños y sus familias, de difundir y hacer saber a todas las personas asistidas de los derechos y obligaciones emergentes de las relaciones familiares. Ello, representa una herramienta de alto contenido educativo y promocional
, respecto a los derechos y obligaciones en la materia, lo cual importaría  o al menos debería importar un impacto de trascendencia en el logro de un mayor protagonismo por parte de la población en la observancia, protección y defensa de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

En términos similares, el Comité sobre los Derechos del Niño resaltando la importancia que reviste el artículo 42 del CDN
, ha manifestado que: “Si los adultos que rodean a los niños, sus padres y otros parientes, los maestros y las personas que se ocupan de ellos no comprenden las repercusiones de la Convención, y sobre todo su confirmación de la igualdad de condición de los niños como titulares de derechos, es muy improbable que los derechos consagrados en la Convención se realicen para muchos niños”
.  

Finalmente, en relación al principio de efectividad del artículo 29, por el cual se establece que los organismos del Estado deberán adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales y de otra índole, para garantizar el efectivo cumplimiento de los derechos y garantías reconocidos en esta ley, la reglamentación, en el marco del reconocimiento de las características referidas de nuestro sistema de gobierno, manifiesta que tal principio debe observar el respeto por el reparto de competencias entre la Nación, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

El alcance de la reglamentación del principio de efectividad, vinculado al criterio adoptado por ella de respeto por las competencias locales en la materia, reviste especial importancia frente a lo dispuesto por el artículo 1°, párrafo tercero, de la ley. Efectivamente, si se tiene en cuenta que la ley habilita a todo ciudadano -ante la omisión en la observancia de sus deberes por parte de los órganos gubernamentales- a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de de restaurar el ejercicio y goce de derechos reconocidos por la misma, resulta de trascendental importancia que las competencias de los diferentes niveles gubernamentales –nacional, provincial, municipal- se encuentren claramente delimitadas y que los organismos de aplicación estén debidamente identificados, para que la ciudadanía pueda ejercer los derechos que la ley le reconoce, ya sea el de peticionar a las autoridades, ya sea el de acceder a la jurisdicción.

3.2. Los derechos y garantías de la ley 26.061.   

El derecho a la dignidad e integridad personal. 

El artículo 9 de la ley, luego de consagrar en sus párrafos primero y segundo, respectivamente, que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante; y que las niñas, niños y adolescentes tienen  derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral; en el párrafo tercero instituye la obligación de toda persona que tome conocimiento de malos tratos, o situaciones que atenten contra la integridad psíquica, física, sexual o moral de un niño, niña o adolescente, o cualquier violación a sus derechos, de comunicar a la autoridad local de aplicación de la ley
. Agregando a continuación que los organismos del Estado deben garantizar programas gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan la recuperación de todas niñas, niños y adolescentes
. 

Respecto a este artículo, la reglamentación se ocupa de dos cuestiones estrictamente operativas. 

En primer lugar, frente a lo dispuesto en el párrafo tercero, surge la necesidad de identificar, de definir a esa autoridad local de aplicación de la ley cuestión que, por otra parte, no podía ser resuelta por el Poder Ejecutivo Nacional sin avasallar las competencias locales, máxime cuando la propia ley 26.061 consagra los distintos niveles que conforman el sistema de protección integral en sus artículos 32
 y 42
. 

En tal contexto, se inscribe el criterio adoptado en la reglamentación consistente en, convocar a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a que identifiquen, y en su caso designen a la brevedad, a fin de garantizar los derechos de los sujetos destinatarios de la ley, por las vías y/o medios que determinen las respectivas legislaciones vigentes a las autoridades de aplicación referidas, es decir las autoridades locales a las que se les debe comunicar las situaciones que impliquen una violación a los derechos de las niñas, niños y adolescentes
. 

En segundo lugar, frente a la amplia legitimación consignada en la ley para realizar la comunicación: “las personas que tomen conocimiento…”, y las posibles dudas que podía generar lo dispuesto, en cuanto a la denuncia de delitos, principalmente, en orden a la afectación -de algún modo- del ejercicio de aquellas acciones dependientes de instancia privada, la reglamentación deja a salvo esta cuestión, estableciendo que, la obligación de denunciar y/o comunicar deberá interpretarse de manera armónica con lo establecido por el artículo 72 del Código Penal
. 

Es decir, ante el conocimiento por parte de una persona de alguna situación de violación a los derechos de un niño/a o adolescente, ésta se encuentra obligada a comunicarlo a la autoridad administrativa local de protección de derechos, siendo ésta instancia, la que, al tomar conocimiento de la situación, entre otras medidas y acciones, evaluará, en su caso, la realización de una denuncia judicial, teniendo en cuenta lo preceptuado por el artículo 72 del Código Penal.

El derecho a la identificación e inscripción.

El derecho a la identidad es uno de los principios elementales que condiciona el goce o no de muchos del resto de los derechos. Como se ha manifestado, es el derecho a tener derechos. En tal sentido, la identificación, el registro del nacimiento junto al otorgamiento del Documento Nacional de Identidad, constituyen los primeros elementos fundamentales de la concreción del mismo. Por tanto, ante la falta de alguno de ellos, se corre el riesgo de que se comentan violaciones a los derechos del niño, y verse impedido de acceder, por ejemplo, a servicios de salud y educación. 

A partir de estas consideraciones, y lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de la CDN, la ley 26.061 en su artículo 12 consagra la garantía estatal de identificación y registro
.

Sobre el particular, la reglamentación se encarga de establecer por un lado, procedimientos de información a fin de brindar mayor garantía en el goce y efectivización de derecho a la identidad. Establece así, que, en todos los casos en que se proceda a inscribir a un niño o niña con padre desconocido, el jefe u oficial del Registro Civil deberá mantener una entrevista reservada con la madre en la que se le hará saber que es un derecho humano de la persona menor de edad conocer su identidad; que, declarar quién es el padre le permitirá a la niña o niño ejercer el derechos a los alimentos y que esa manifestación no privará a la madre del derecho a mantener la guarda y brindar protección. A continuación la norma prescribe que a tales efectos, se deberá entregar a la madre documentación en la cual consten estos derechos humanos del niño, pudiendo el funcionario interviniente, en su caso solicitar la colaboración de la autoridad administrativa local de aplicación correspondiente, para que personal especializado amplíe la información y la asesore. Asimismo, se expresa que se comunicará a la presentante que, en caso de que mantenga la inscripción con padre desconocido, se procederá conforme lo dispone el artículo 255 del Código Civil
.

Lo citada prescripción constituye un mecanismo de gran valor pedagógico, en relación al derecho a la identidad de los niños, ya que habilita una instancia más, de manera previa a la judicial, de información y asesoramiento a la madre del niño acerca de la importancia de que éste cuente con filiación paterna. 

Por otro lado, y con el mismo objetivo, esto es, garantizar el derecho a la identidad del niño, previniendo aquellos obstáculos que puedan presentarse para su identificación e inscripción, como la falta de documentación de los padres, se consagran expresamente las pautas a seguir, de modo que la identidad del niño no se vea afectada bajo ningún concepto.

En tal sentido, se establece que, si al momento de efectuarse los controles prenatales o de ingreso al centro de salud se detectare que la madre y/o el padre del niño por nacer carecen de documentos de identidad, el agente que tome conocimiento deberá informar a los organismos competentes a fin de garantizar el acceso a la tramitación y expedición de la documentación requerida de acuerdo a la normativa vigente. Asimismo la norma indica que, si la indocumentación de los padres continuara al momento del parto, se consignará nombre, apellido, fecha de nacimiento, domicilio, edad, huellas dactilares y nacionalidad de los mismos, en el certificado de Constatación de Parto que expida la unidad sanitaria pertinente.

Con relación a la identificación de los niños recién nacidos, la reglamentación, remite a lo dispuesto por la Ley Nacional Nº 24.540, modificada por la Ley Nº 24.884
, por las cuales se establece el régimen de identificación del recién nacido - vivo o muerto- y de la madre, indicando los procedimientos a seguir por los profesionales que asisten el parto, al establecimiento médico asistencial, a los padres y funcionarios del Registro Nacional de las Personas. 

Mediante las leyes citadas, entre otros requisitos, debe darse cumplimiento a la obtención de calcos papilares palmares y plantares derechos, y clasificación de ambos. Es decir, la identificación de los recién nacidos consiste en el registro conjunto de la huella plantar y palmar del niño y de cada huella dactilar de la madre previamente a que se efectúe el corte del cordón umbilical, certificándose, de este modo, la filiación para evitar la sustracción de niños
.
Finalmente, la reglamentación propicia la localización de oficinas del Registro Civil en todas las maternidades y establecimientos que atienden nacimientos. El establecimiento de salud, resulta muy importante, por su inmediatez con el nacimiento, como el mejor espacio para garantizar el registro universal del recién nacido de manera oportuna y segura, en virtud de la concentración del proceso de recepción, inscripción y expedición en el mismo acto, organismo y lugar, sin fraccionamiento que impidan o retarden el cumplimiento del derecho civil a la identidad, evitando de este modo, la existencia de niños indocumentados, como la judicialización de procesos de restitución o regularización de registro de niños/as o adolescentes no inscriptos. 


Estas medidas que instauran y promueven procedimientos de información a fin de garantizar el derecho a la identidad y facilitar la tramitación de inscripción y expedición de la documentación, recogen las observaciones realizadas en un estudio que ha permitido conocer los factores que, en la práctica dificultan o impiden la realización del derecho a la identidad
, permitiendo resaltarlas como acciones eficaces para corregir tal problema. 

Las disposiciones de la reglamentación, guardan cierta correlatividad con las recomendaciones efectuadas en el estudio citado, tales como: propiciar la localización de delegaciones del Registro civil en todas las maternidades y establecimientos de salud que atiendan partos; articular las acciones de los establecimientos de salud con las del Registro Civil de modo que se estimule y facilite la inscripción del nacimiento; y la conveniencia para el caso de madres sin documentación de que los Registros Civiles, en coordinación con el servicio social de los establecimientos de salud, realicen el seguimiento del nacimiento para lograr una resolución favorable
. 


El derecho a la documentación.

De manera estrechamente vinculada con la garantía estatal de identificación e inscripción de los nacimientos, el artículo 13 de la ley consagra el derecho no sólo de las niñas, niños y adolescentes a obtener los documentos públicos que comprueben su identidad sino también de las madres indocumentadas
. 

La reglamentación a este artículo establece que se declara la gratuidad del otorgamiento del primer Documento Nacional de Identidad a todos los niños, niñas y adolescentes nacidos en el territorio nacional. 

De este modo, se garantiza con un amplio alcance, el derecho de las niñas, niños y adolescentes nacidos en el territorio nacional, al acceso y obtención del documento público que comprueba su identidad, eliminando ciertas restricciones vigentes en la gratuidad del otorgamiento del primer Documento Nacional de Identidad. 

Si bien, la gratuidad del otorgamiento del primer documento nacional de identidad de las niñas y niños, se había declarado mediante el  Decreto Nº 1174 de fecha 14 de septiembre de 2001, el mismo, lo limitaba a aquellos niños/as, nacidos en el territorio nacional, pero de cero a seis meses de edad. 

Posteriormente, mediante el Decreto Nº 1588 de fecha 28 de agosto de 2002, se mantuvo la gratuidad del otorgamiento del primer ejemplar del Documento Nacional de Identidad para los niños de cero a seis meses de edad, aprobada por el artículo 1º del Decreto Nº 1174/01, pero se introdujo una limitación al contemplarse sólo a aquellos menores de edad cuyos padres acrediten el cumplimiento del artículo 30, inciso b) de la Ley Nº 17.671, modificada por la Ley Nº 21.807. El alcance de la gratuidad se restringió sólo a los casos en los que pueda demostrarse carencia de recursos. 

Como se ha manifestado, tal limitación constituyó un retraso significativo respecto del derecho a la identidad, e indirectamente, respecto de la integridad de las estadísticas de natalidad. Así, en un contexto de extendida pauperización, las dificultades para realizar el trámite no hacen más que empeorar aquellas condiciones indispensables para que se respete el derecho a la identidad de todos los niños del país. Sin dudas, la demostración de la condición de “pobreza” para extender el documento de identidad (D.N.I.) no hace más que establecer barreras burocráticas y económicas para que la población pueda acreditar su condición de manera que dificulta el acceso a la documentación e indirectamente a la inscripción del recién nacido
 aún cuando no tenga costo alguno
. 

Nuevamente en el  año 2003, por el Decreto N° 262, de fecha 26 de junio de 2003 se vuelve a  establecer la vigencia del Decreto Nº 1174/01 en todos sus alcances, por el término de un (1) año, contado a partir de su entrada en vigencia, siendo ella prorrogada durante los años 2004 y 2005 por los Decretos N° 832/2004 y 819/2005, respectivamente. 

El amplio alcance de la gratuidad y sin la acreditación de requisitos establecida por la reglamentación, debe resaltarse por su importancia e impacto como medidas eficaces para garantizar el derecho a la identidad. 

Al respecto, en una investigación
, de manera concordante con el estudio antes citado (UNICEF, CIPPEC y PROPUESTAS -2001), se identifica como el motivo preponderante que conduce a la omisión de la inscripción del nacimiento al –según la población encuestada- factor económico y, fundamentalmente, al arancelamiento del D.N.I.. Asimismo resulta importante mencionar que las personas que refieren al arancel del D.N.I. como motivo principal no pertenecen exclusivamente a los hogares de nivel instrucción bajo o a los hogares con condiciones de vida más desfavorables. Y, en tal sentido, se ha recomendado otorgar el DNI al momento del nacimiento en forma gratuita sin otro requerimiento previo ni trámite de excepción alguno, y eliminar los bonos o aranceles instituidos por los establecimientos de salud o las oficinas del Registro Civil que, por más pequeños que sean, obstaculizan la efectivización del derecho a la identidad
. 

El derecho a la salud

En relación al derecho salud de las niñas, niños y adolescentes, consagrado en el artículo 14 de la ley
, la reglamentación aborda diferentes cuestiones. 

Por una parte, en el decreto se resalta el respeto a la competencia local en la materia, estableciendo que se reconoce la potestad primaria de las autoridades sanitarias Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el diseño de los planes, programas y definición de prestaciones esenciales a otorgar a sus habitantes. 

Por otra parte la norma introduce como temática específica la salud de los niños, niñas y adolescentes en el Consejo Federal de Salud
, destacando de esta manera su importancia, al convocar a las autoridades establecidas en la ley 22.373
 a consensuar los programas, planes y prestaciones esenciales a los fines de garantizar el derecho a la salud de los niños, niñas y adolescentes. 

Respecto al párrafo del artículo 14, que impone la obligación de atención prioritaria de las niñas, niños y adolescentes y mujeres embarazadas por parte de toda institución de salud, se precisa que por “institución de salud” debe entenderse -a los efectos de lo prescripto en el artículo- a aquellas cuya especialidades médicas cubiertas incluyan la atención de niños, niñas, adolescentes y embarazadas. La aclaración, debe entenderse como respuesta a la necesidad de despejar dudas sobre la exigencia de la atención prioritaria de los niños, niñas, adolescentes y embarazadas en instituciones que carecen de personal e infraestructura específica para la atención de ellos, o bien, que pudiera interpretarse que todas las instituciones tuvieran la obligación de contar con tales especialidades médicas.

Finalmente, la norma reglamentaria determina expresamente la inclusión del abordaje de la salud sexual y reproductiva previsto en la ley 25.673, en la atención integral de la salud del adolescente. Sin perjuicio de que tal manifestación pudiera considerarse reiterativa -toda vez que  la ley 25.673 expresa claramente que el programa está destinado a toda la población, “sin discriminación alguna”, comprendiendo por tanto a la población adolescente
, además de consagrar entre sus objetivos la promoción de salud sexual de los adolescentes
- entendemos la misma tiene relevancia.

Es que no puede dejar de considerarse que el reconocimiento del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos en nuestro país no se encuentra libre de cuestionamientos, por entenderse que pueden verse afectados derechos y obligaciones de los progenitores, ello pese al especial cuidado reflejado en la mencionada ley, al manifestarse que mediante ella no se afectaban los derechos y obligaciones inherentes a la patria potestad
. Las resistencias mencionadas se han traducido tanto en algunos planteos que fueron canalizados jurisdiccionalmente
 como en algunos de los procesos legislativos en materia de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

La ley 26.061 no consagra expresamente los derechos sexuales y reproductivos no obstante que -entre los diferentes proyectos debatidos y que precedieron su sanción, originados tanto en la Cámara de Diputados
 como en la de Senadores
- algunos de ellos contemplaban de manera específica el derecho a la salud sexual y reproductiva de los niños y adolescentes. 

Similar observación cabe extender, al contexto local de las leyes de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes
; y a las dificultades que ofrece la consagración legislativa a nivel nacional -y en ciertos ámbitos locales- en materia de educación sexual en los establecimientos educativos
, cuestión que aún no ha podido trascender la instancia de un debate que se recicla permanentemente
. Ello, a pesar de que el Comité de los Derechos del Niños ha recomendado que debería potenciarse el programa de educación sanitaria y sexual en las escuelas
.

El derecho a la educación

En cuanto, al derecho a la educación, reconocido por la ley en el artículo 15
, la reglamentación se limita a establecer la obligación de los organismos estatales de llevar a cabo las acciones correspondientes a fin de promover la reinserción escolar de las niñas, niños y adolescentes que por distintas causas hayan dejado de concurrir a la escuela. 

El acento puesto en este aspecto se debe a que la deserción escolar es una de las problemáticas más preocupantes del panorama educativo argentino, principalmente cuando en la actualidad, ella no suele dar lugar al ingreso a un trabajo sino que lleva al joven al terreno de la exclusión social
, contemplándose, de este modo, la preocupación manifestada por el Comité de los derechos del Niño, que ha recomendado a tales efectos que se mejore el Plan Social de Educación para garantizar una asistencia regular a la escuela y la reducción de la tasa de deserción escolar, especialmente en el caso de los niños más vulnerables
. En tal sentido, corresponde destacar, entre otros programas nacionales similares, la implementación del Programa Nacional de la Inclusión Educativa “Volver a la Escuela”, dirigido a los niños en edad de cursar la educación obligatoria, mediante el cual se propone dar respuesta al problema de la exclusión educativa y social de chicos de 6 a 14 años que se encuentran. Cuando se lanzó el mencionado programa en el año 2004 se previeron 20.000 becas para las 800 escuelas que integraban el programa, a las que en la actualidad se sumaron 30.000 becas más, alcanzando así las 50.000 becas para todo el país
.

Respecto al alcance del derecho a la educación de las niñas, niños y adolescentes, si bien la ley en el citado artículo 15 promueve que ella atienda a la  preparación para el ejercicio de la ciudadanía, la formación para la convivencia democrática y el trabajo, fortaleciendo los valores de solidaridad y respeto por los derechos humanos. Ni la ley 26.061 ni el decreto reglamentario objeto de análisis han impuesto la necesaria inclusión de los estudios sobre la Convención, las leyes dictadas en su consecuencia y sobre los derechos humanos en general en los programas de estudios en todas sus etapas. Se trataría de una medida de acción concreta que daría una adecuada respuesta a la necesidad de que los niños, niñas y adolescentes conozcan sus derechos, teniendo en cuenta que el ámbito escolar un espacio de especial incidencia en el acceso al conocimiento por parte de ellos
. 

El Comité de los Derechos del Niño ha atribuido especial importancia a este aspecto, refiriendo en su Observación General N° 1 (2001) que: “La educación en la esfera de los derechos humanos debe facilitar información sobre el contenido de los tratados de derechos humanos, pero los niños también deben aprender lo que son esos derechos observando la aplicación en la práctica de las normas de derechos humanos, ya sea en el hogar, en la escuela o en la comunidad. La educación en la esfera de los derechos humanos debe constituir un proceso integral que se prolongue toda la vida y empiece con la manifestación de valores de derechos humanos en la vida y las experiencias cotidianas de los niños”
.

Sin perjuicio de la omisión señalada, corresponde tener presente la oportunidad que se presenta en el marco de la convocatoria al debate sobre la nueva Ley de Educación Nacional, a los efectos de que los contenidos educativos incluyan la enseñanza de los derechos humanos, y derechos del niño en particular, destacando la escuela como ámbito de importancia para la formación de una ciudadanía respetuosa de los derechos incorporando formas de resolución de conflictos en el marco de ellos.   
En estricta relación con el derecho a la educación, también se reglamenta lo dispuesto por la ley en su artículo 17
 mediante el cual, se contempla –de manera similar a la Ley Nacional N° 25.584, modificada por la ley 25.808
 - la prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad y paternidad en el ámbito educativo y en aquellos casos de mujeres privadas de su libertad, plasmando algunas medidas para concretar en la práctica tal principio. 

En primer lugar, la norma equipara la licencia por maternidad en el ámbito escolar, como mínimo, a la licencia reconocida en el ámbito laboral. 

En segundo lugar, se convoca a las autoridades educativas de cada jurisdicción a establecer los mecanismos para garantizar la continuidad de los estudios de las jóvenes embarazadas, promoviendo programas de acompañamiento pedagógico para aquellas alumnas que deban ausentarse durante el período de maternidad. En este punto, de manera vinculada a lo señalado respecto de la necesidad de adoptar medidas que tengan por finalidad evitar la deserción escolar, la norma reglamentaria vuelve a reconocer la problemática reflejada en varios estudios que señalan las dificultades que presentan las adolescentes embarazadas para continuar sus estudios
, correspondiendo resaltar la coherencia con lo normado con el artículo 10 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, (CEDAW), en la que se dispone que "Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer, con el fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres" y de manera expresa, el inciso f) prevé "La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente".

En tercer lugar, respecto de las medidas de prohibición de discriminar por estado de embarazo, maternidad o paternidad, el artículo 17 tercer párrafo de la ley contempla el derecho de las mujeres privadas de su libertad de acceder a asistencia especial durante el embarazo y el parto, derecho este que incluye el de la provisión de los medios materiales para la crianza de su hijo mientras éste permanezca en el medio carcelario. El decreto reglamentario garantiza, con la finalidad de evitar discriminaciones, el derecho a un adecuado desarrollo psico-físico de aquellos niños y niñas que se encuentren alojados junto a sus madres privadas de la libertad, mediante un régimen especial para su atención. Es decir, se trata de evitar que la condición de privación de la libertad de la madre de la niña o niño, no repercuta en ellos perjudicando su bienestar y desarrollo.   

Medidas de protección de la maternidad y paternidad

En el artículo 18, la ley extiende las medidas que conforman la protección integral a la madre y al padre durante el embarazo, el parto y al período de lactancia, garantizando condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo del embarazo y la crianza del hijo. 

En el decreto reglamentario se consigna que se entiende por período de lactancia, en el ámbito de salud, al tiempo transcurrido durante los primeros seis meses de lactancia materna exclusiva, más su continuidad hasta los dos años de la niña o niño. Además, se complementa lo dispuesto por el artículo 18, con la legislación vigente al respecto, en particular con las previsiones de la ley 25.673 -por medio de la cual, como manifestamos anteriormente, se crea el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable en lo que respecta a los cuidados puerperales-, y de la ley 25.929 sobre derechos durante el parto, instituyendo que ellas deben ser interpretadas de manera armónica.  

De tal manera, se recepta la recomendación efectuada por el Comité de los Derechos del Niño en el sentido de que para reducir aún más las tasas de mortalidad y morbilidad infantiles y de mortalidad materna, se adopten medidas, como la prestación de servicios adecuados de atención sanitaria prenatal y posnatal
.

En líneas similares, la ley 25.929 impone a las obras sociales regidas por leyes nacionales y a las entidades de medicina prepaga, brindar determinadas prestaciones relacionadas con el embarazo, el parto y el post parto, las que quedan incorporadas de pleno derecho al Programa Médico Obligatorio.  

Dicha ley, sancionada en el marco de cumplimiento de la manda constitucional que determina la obligación del Estado de "legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad"
,  tiene como principal objetivo -a partir de reconocimiento de determinados derechos a la mujer
, a la persona recién nacida
 y a ambos padres de la persona recién nacida en situación de riesgo
-, transformar las prácticas médicas y sociales en pos de la denominada humanización del parto
, en la necesaria devolución a la mujer de la seguridad perdida, preparándola para el nacimiento, rodeándola de un ambiente cálido, y dejándola asumir la tarea de acuerdo a sus propias convicciones y necesidades.  

El derecho a la libertad

El artículo 19 de la ley estipula que los las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad, cuyos alcances la norma regula
. Asimismo se determina que el derecho a la libertad personal puede ser ejercido sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente, no pudiendo ser privados de ella ilegal o arbitrariamente. Por último, define el legislador qué debe entenderse por privación de la libertad personal, adoptándose una definición análoga a la utilizada en la Regla 11-b de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad, es decir que la misma debe entenderse como la ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad. Finalmente se determina que toda privación de la libertad debe realizarse de conformidad a la normativa vigente. 

Al respecto, es importante destacar que esta definición incorporada a una ley que regula el sistema de protección de derechos no se refiere solo a las situaciones de niñas, niños y adolescentes imputados de la comisión de algún delito, sino que contempla a aquellas circunstancias en las que una niña, niño o adolescente, por decisiones administrativas y/o judiciales es alojado en algún dispositivo de naturaleza asistencial. Consecuentemente, la norma contenida en el art. 19 introduce un muy fuerte cuestionamiento a las prácticas que centralizan la oferta de “protección” de la infancia mediante la internación o alojamiento en dispositivos institucionales, medidas estas que suelen recaer sobre la infancia y la juventud que se encuentra en situación de vulnerabilidad socio-económica
. La norma se orienta a terminar  con las prácticas instaladas en el marco de ideología tutelar y proponiendo priorizar la solución de los problemas permitiendo a la niña, niño o adolescente desenvolverse en un medio abierto, fortaleciendo su entorno familiar y comunitario.     

Sobre la definición de privación de la libertad personal contenida en la ley, la reglamentación introduce algunas precisiones más, con la finalidad de delimitar la interpretación del significado del concepto, en razón principalmente de que el mismo, como se ha manifestado, no ha sido una materia libre de debates
. 

En tal sentido, el precepto reglamentario prescribe que la privación de libertad personal adoptada de conformidad con la legislación vigente, no podrá implicar la vulneración de los demás derechos reconocidos a las niñas, niños y adolescentes.

A su vez, de modo similar a lo consagrado por la mayoría de las leyes de protección integral de derechos locales y omitido en el texto de la ley nacional, establece que debe considerarse parte integrante del artículo 19 en su aplicación, las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 45/113 del 14 de diciembre de 1990, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 40/33 del 29 de noviembre de 1985, las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de RIAD) adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su Resolución 45/112 del 14 de diciembre de 1990 y las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio) adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 45/110 del 14 de diciembre de 1990. 

Finalmente, respecto de la definición del lugar de donde el niño, niña o adolescente no pueda salir por su propia voluntad, expresa que dicho lugar comprende tanto a establecimientos gubernamentales como no gubernamentales. De tal modo, equipara las exigencias de los establecimientos privados a los públicos, cuestionando una concepción bastante extendida de identificar la privación de la libertad de un niño, niña o adolescente solo cuando su alojamiento se produce en una institución estatal. La norma tiene una relevancia de tipo aclaratorio, ya que la definición de privación de la libertad contenida en la mencionada Regla 11-b de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad, no discrimina según la propiedad y/o el tipo de gestión del establecimiento en que se desarrolla.

El derecho al medio ambiente

En relación al derecho establecido en el artículo 21 de las niñas, niños y adolescentes a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, así como a la preservación y disfrute del paisaje, el decreto reglamentario resalta la importancia de la educación en el tema promoviendo que los organismos del Estado Nacional, en la formulación  de la política ambiental, de establezcan programas para educar a las niñas, niños y adolescentes en la protección, conservación, restauración y manejo sostenible y racional del ambiente y de los recursos naturales. 

De esta manera, se adoptan medidas para poner en práctica y reforzar respecto a las niñas, niños y adolescentes lo establecido en la ley general del ambiente N° 25675
 en sus artículos 2 inciso h)
, 8
 y en especial artículos 14
 y 15
, como lo dispuesto por la Ley Federal de Educación N° 24.195, mediante la cual se establece la obligación del Estado Nacional de fijar los lineamientos de la política educativa respetando determinados derechos, principios y criterios entre los que se menciona la conservación del medio ambiente, teniendo en cuenta las necesidades del ser humano como integrante del mismo
.

El derecho a la dignidad

Bajo el título de derecho a la dignidad, la ley 26.061 establece en su artículo 22 la prohibición de exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los sujetos de esta ley, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, representantes legales o responsables, cuando se lesionen su dignidad o la reputación de las niñas, niños y adolescentes o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar. 

La reglamentación a este artículo, por un lado, precisa el alcance de las restricciones a la divulgación de informaciones de los sujetos de la ley, estableciendo que los datos e informaciones a que refiere el artículo 22 comprenden los de su grupo familiar, su vivienda, su escuela, su apodo o sobrenombre y todo otro que permitiera identificarlo directa o indirectamente. 

De tal modo, se amplia expresamente la protección a las situaciones de aquellos niños, niñas y adolescentes que viven en pequeñas comunidades en las cuales, la mayoría de las veces pueden ser identificados con mayor facilidad por su alias, apodo o sobrenombre que por su apellido de pila, constituyendo una forma directa de identificación, así como la fotografía de sus viviendas
. 

Por otro lado, el decreto reglamentario se orienta a reducir, en la medida de lo posible, las dificultades que podría acarrear la redacción utilizada en el artículo 22 del texto legal, en cuanto habilitaría a interpretar –contrariando la voluntad del legislador- que las prohibiciones que consagra, pueden quedar neutralizadas si media la voluntad del niño y la de sus padres, representantes legales o responsables, aunque la exposición o divulgación resulten manifiestamente perjudiciales para el niño, niña o adolescente 
. Este aspecto de la ley, ha sido objeto de ciertas críticas por cuanto el sentido interpretativo antes señalado podría dar lugar a un desconocimiento del carácter irrenunciable e indisponible que tienen los derechos a la dignidad, reputación y propia imagen, como derechos  humanos. En el mismo sentido debe advertirse que, la excepción contemplada en la norma, podría autorizar al abuso de determinadas circunstancias de vulnerabilidad en la que se encuentren ciertos niños y sus familias.

Las razones invocadas determinaron que el texto del decreto reglamentario introdujera una pauta enderezada a equilibrar lo dispuesto y sus posibles efectos señalados, con el principio de autodeterminación progresiva del niño en la toma de decisiones y el respeto debido a no introducir una facultad de ingerencia del Estado en la familia
 para no violentar el derecho de privacidad e intimidad. Así, se estableció que, en aquellos casos en los cuales la exposición, difusión y/o divulgación a la que se refiere el artículo objeto de reglamentación -artículo 22- resulte manifiestamente contraria al interés superior del niño, dichas actividades no podrán desarrollarse aunque medie el consentimiento de los sujetos de la ley y sus representantes legales, debiendo tenerse a tales efectos especialmente en cuenta lo establecido en el artículo 3º inciso d) de la Ley Nº 26.061, esto es la edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales de la niña, niño o adolescente.

Sin dudas, se realiza un buen esfuerzo por disminuir los márgenes de abusos que podrían existir respecto al debido resguardo que amerita el derecho a la dignidad e imagen de los niños, niñas, y adolescentes, sin implicancias en la vulneración de otros derechos. No obstante –y como se ha advertido en algunos ámbitos- la realización de la finalidad del objetivo reglamentario en este aspecto, queda supeditada a que no se presenten objeciones fundadas en un exceso de los límites de la potestad reglamentaria, para el caso de que se entendiera que mediante ella se están desvirtuando los fines y el sentido de la voluntad del legislador, cuestión vedada por tal vía y que sólo podría modificarse por ley.

Sin perjuicio de lo manifestado, resta considerar que ni la ley ni el decreto han advertido la existencia de la ley 26.056, sancionada con fecha 28/12/1972
, mediante la cual se prohíbe en todo el territorio de la República, la difusión o publicidad por cualquier medio de sucesos referentes a menores de 18 años de edad incursos en hechos que la ley califica como delitos o contravención o que sean víctimas de ellos, o que se encuentren en estado de abandono o en peligro moral o material, o cuando por esa difusión o publicidad fuera escuchado o exhibido el menor o se hagan públicos sus antecedentes personales o familiares de manera que pueda ser identificado
. Sin embargo, en la citada norma la prohibición no es absoluta y no regirá cuando la difusión o publicidad fuera emitida o autorizada por los órganos judiciales o administrativos competentes, previéndose de tal manera, supuestos en que la difusión o publicidad de que se trata pueda ser beneficiosa para los menores o la sociedad
.

Además dicha ley, en sus artículos restantes, establece que el quebrantamiento de la prohibición traerá como sanción la aplicación de multa, sin perjuicio del comiso de los instrumentos donde conste la difusión o publicidad y las demás sanciones administrativas a que hubiere lugar. Asimismo define que los órganos de aplicación serán los jueces intervinientes o en su defecto, los magistrados competentes en materia de protección de menores en el orden nacional o provincial, contemplando la revisión judicial de la multa en lo que respecta al procedimiento sancionatorio, y la aplicación del destino de las multas, en beneficio de los menores.

El derecho a la asociación

Mediante el artículo 23
 la ley consagra el derecho a la libre asociación de los niños, niñas y adolescentes, ampliando expresamente las posibilidades de su ejercicio en varios ámbitos.

De tal forma queda formalizado, el reconocimiento de un derecho que los niños, niñas, y adolescentes ejercen, de hecho, en una innumerable cantidad de situaciones, que en principio tienen escasa trascendencia en el mundo del derecho, que en algunos casos suelen no tener un objeto específico, más allá del ejercicio de la propia sociabilidad humana, como grupos de amigos en los colegios, clubes, equipos de fútbol, etc. Asimismo existen agrupamientos con finalidades específicas que, por lo general, no utilizan ninguno de los tipos legales previstos en el Código Civil, o en la ley de sociedades, como sucede con los clubes de fans
. 

Sin embargo, en aquellos casos en los que las asociaciones tengan alguna trascendencia jurídica, la posibilidad de que los niños, niñas y adolescentes puedan ser miembros de sociedades y asociaciones, el marco legal solo se reconoce el ejercicio de este derecho de manera condicionada al régimen común de las normas que regulan el sistema de capacidad de las personas menores de edad, encontrando reconocimiento expreso hasta la sanción de la ley 26.061 sólo en algunos espacios.
La Ley Federal de Educación expresamente consagra el derecho de los educandos a integrar centros, asociaciones, y clubes de estudiantes u otras organizaciones comunitarias para participar en el funcionamiento de las unidades educativas, con responsabilidades progresivamente mayores, a medida que los niños avanzan en los niveles del sistema. Asimismo la legislación laboral permite que los jóvenes mayores de 14 años puedan afiliarse a sindicatos y puedan ser elegidos delegados del personal desde los 18 años, sin necesidad de autorización de sus representantes legales para afiliarse
.

No obstante, fuera de los supuestos mencionados, el ejercicio del derecho a  asociación por parte de niños, niñas y adolescentes queda regulado por las normas generales que rigen la capacidad de las personas menores de edad, toda vez que ni el Código Civil
, ni la ley de sociedades hacen referencia específica a la capacidad requerida.
En virtud de tales razones, la reglamentación a este derecho establece que el mismo no podrá exceder el ejercicio de los derechos reconocidos a niñas, niños y adolescentes por la Ley 26.061 y el resto del ordenamiento normativo vigente, en particular las prohibiciones y restricciones que emanan de la legislación laboral en relación con el trabajo de las personas menores de edad. 

Así, la remisión a las limitaciones establecidas por el resto de la legislación vigente responde a la necesidad de establecer alguna pauta que tenga por fin evitar posibles contradicciones o conflictos en el ejercicio de este derecho, toda vez que en texto de la ley 26.061 mediante el cual se habilita se faculta a los niños, niñas y adolescentes a formar parte incluso de los órganos directivos, no se ha advertido sobre ciertas restricciones que presenta el resto de la legislación en la materia, como lo dispuesto por el artículo 921 del Código Civil
, o bien lo establecido en la ley de asociaciones sindicales de trabajadores en relación al requisito de la mayoría de edad para integrar los órganos directivos de ellas
. 

El derecho al trabajo de los adolescentes

En líneas generales el artículo 25
 de la ley, reconoce el derecho de los adolescentes a la educación y a trabajar con las restricciones que impone la legislación vigente y los convenios internacionales sobre erradicación del trabajo infantil. Al mismo tiempo se pone en cabeza de los organismos del Estado, sin identificar a los mismos, la función de ejercer la inspección del trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños y adolescentes.  

De una lectura atenta del párrafo tercero del artículo 25 se observa que, al derecho al trabajo de los adolescentes se suman otras restricciones, más allá de las mencionadas en el párrafo primero, en tanto se indica que tal derecho podrá limitarse cuando la actividad importe riesgo, peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes. La amplitud de tal manifestación, podría llevarnos a una interpretación por la cual se prohíbe el trabajo aún por parte de los adolescentes, toda vez que de un modo u otro el trabajo siempre podría estar afectando o impidiendo un desarrollo adecuado del adolescente o impidiendo el goce adecuado de algunos de sus derechos como a la educación. 

En lo que respecta al trabajo de niños o niñas, la ley se enrola en una postura abolicionista sobre el tema
, al estipular que los organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de trabajo legalmente autorizada
 cuando impidan o afecten su proceso evolutivo. 

Respecto a este artículo, la reglamentación se limita a consagrar expresamente cual es la legislación vigente y los convenios internacionales sobre erradicación del trabajo infantil indicados en el primer párrafo del artículo 25, estableciendo que las prescripciones contenidas en el citado artículo deben interpretarse como complementarias de las contenidas en la Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744 y sus modificatorias, como así también con las que integran los Convenios 138
 y 182
 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

Teniendo en cuenta que nos encontramos frente a una norma que contiene derechos cuya garantía depende de la edad, las especificaciones introducidas por la reglamentación complementan la referencia que hace la ley respecto al derecho al trabajo de los adolescentes ya que en nuestro ordenamiento, como se ha manifestado
, no hay norma que distinga entre niños y adolescentes, y la ley 26.061 tampoco define cuáles son las franjas etarias que abarcan uno y otro grupo, a diferencia de lo establecido en varias leyes provinciales en materia de protección
, en las que se establecen las edades a partir de las cuales se diferencia la etapa de la niñez de la adolescencia.   
No obstante la remisión que la ley hace a los tratados internacionales en la materia -que la reglamentación precisa- corresponde resaltar que la ley eludió adecuar la legislación interna en ciertos aspectos que presentan discordancias con los estándares que los citados tratados contemplan, tales como la edad mínima para el trabajo, cuestión expresamente recomendada por el Comité de Derechos del Niño a nuestro país -teniendo en cuenta el artículo 32 de la CDN- en el sentido de que siga aprobando leyes y mejorando las existentes para proporcionar protección a los niños que trabajan, de conformidad con los Convenios Nos. 138 y 182 de la OIT. El cumplimiento de dicha recomendación, entre otros aspectos, redundaría en el aumento a 15 años la edad mínima para el empleo
 que nuestra legislación establece a los 14 años
.
Las garantías de los niños/as y adolescentes en los procedimientos 

El artículo 27 de la ley establece garantías mínimas tanto en los procedimientos administrativos cuanto judiciales. En tal sentido, garantiza el derecho de las niñas, niños y adolescentes a: a) A ser oído ante la autoridad competente cada vez que así lo solicite la niña, niño o adolescente; b) A que su opinión sea tomada primordialmente en cuenta al momento de arribar a una decisión que lo afecte; c) A ser asistido por un letrado preferentemente especializado en niñez y adolescencia desde el inicio del procedimiento judicial o administrativo que lo incluya. En caso de carecer de recursos económicos el estado deberá asignarle de oficio un letrado que lo patrocine; d) A participar activamente en todo procedimiento; y e) A recurrir ante el superior frente a cualquier decisión que lo afecte. 

En este aspecto, la ley 26.061 constituye una superación del estándar convencional por cuanto introduce elementos de garantía importantes para la efectiva implementación del derecho de las niñas, niños y adolescentes a ejercer su defensa
 en sus dos aspectos, que desde la doctrina se han señalado en cuanto a las modalidades de ejercicio que tal derecho puede adoptar: material
 y técnico
. 

En particular, respecto al inciso c) en que se prevé de la asistencia letrada del niño, niña o adolescente, desde la doctrina se han planteado algunas dudas acerca de la posibilidad de superposición de roles y funciones entre el abogado patrocinante del niño/a o adolescente, y el Defensor (Asesor de Menores) del artículo 59 del Código Civil
, el defensor creado por la propia ley, y la representación necesaria por los padres del niño/niña.

Respecto de la posibilidad de superposición de roles entre el abogado patrocinante del niño y el defensor o asesor de menores previsto en el artículo 59 del Código Civil, queda despejada de toda duda por la prescripción reglamentaria, en cuanto expresa que: “El derecho a la asistencia letrada previsto en el inciso c) incluye el de designar un abogado que represente los intereses personales e individuales de la niña, niño o adolescente en el proceso administrativo o judicial, todo ello sin perjuicio de la representación promiscua que ejerce el Ministerio Pupilar”. A partir, entonces, de los roles y funciones diferenciados que cumplen el abogado patrocinante del niño/a o adolescente y el Defensor o Asesor de menores, la norma que se analiza determina que sus intervenciones no resultan incompatibles. 

Así, las funciones del defensor público de menores –al menos las desarrolladas en la actualidad- no coinciden y por tanto no deben confundirse con las funciones ejercidas en el marco del proceso por la asistencia técnica propia del  abogado, a quien se le asigna la defensa de los intereses particulares en un conflicto. Este último defiende el interés del particular de la persona que patrocina, es decir que representa el punto de vista de su cliente, a diferencia de aquel cuya función consiste en solicitar al tribunal lo que él percibe como más conveniente respecto de la situación de la persona menor de edad. El abogado del niño defiende el interés del personal y particular del niño que patrocina, representa sus puntos de vistas ante el juez, presta su conocimiento técnico para que se dicte una decisión jurisdiccional favorable a su representado
.

En cambio, el criterio de actuación del Ministerio Público, de acuerdo a su regulación en la Constitución Nacional, es promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad
, siendo su criterio de actuación de intervención pronunciarse conforme a derecho, no debiendo necesariamente plegarse a la posición más favorable a los intereses del niño
. La distinción se evidencia con mayor claridad si examinamos que lo señalado por la jurisprudencia, en tanto se ha considerado que el Ministerio Público de Menores -aunque se refiere al interés particular de los individuos- comprende en definitiva la suma de los intereses de la colectividad
, siendo innecesaria la intervención de dos asesores de menores cuando median intereses contrapuestos de dos menores de edad
, sosteniéndose que en tal supuesto, el funcionario interviniente velará por ambos, apoyando a aquel cuyos intereses tengan amparo legal
.

En relación a la posibilidad de superposición de funciones del abogado del niño y la figura del Defensor creado por la ley en su artículo 47, entendemos que no puede existir esa superposición atento a que la finalidad de la figura del defensor de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, consiste en la supervisión y contralor de las acciones de gobierno en la protección y promoción de los derechos de los mismos, consagrados en la Constitución Nacional, la CDN y las leyes nacionales. 

En todo caso, la superposición de funciones, que sí podría plantearse
 en términos de identidad o coincidencia, son las que existen entre las del Defensor y las facultades y atribuciones reconocidas por el artículo 59 del Código Civil y el artículo 54 de la ley N° 24.946 (Ley Orgánica del Ministerio Público) a los Defensores  y/o Asesores Públicos de Menores, en la órbita de su actuación extrajudicial. Al margen, de destacar que: “...estos organismos no abogan por una concepción general del bienestar de la infancia, sino que -específicamente- por el cumplimiento de los derechos de los niños y de las obligaciones jurídicas de los Estados y los particulares; estas instituciones forman parte de un nuevo modelo institucional que supera al paradigma de la situación tutelar fundado sobre la base de la consideración del niño solamente como un incapaz, receptor de la protección del Estado, los servicios públicos y la familia. Las defensorías son, por el contrario, parte de un nuevo diseño institucional que resulta del reconocimiento de los niños como sujetos de derechos humanos, esto es como titulares de derechos subjetivos a los que se les reconoce la aptitud progresiva de ejercerlos por sí mismos, lo que se traduce en una concepción del bienestar de la infancia fundada en la satisfacción de sus derechos humanos como personas en desarrollo”
. 

Respecto de la representación necesaria de las personas menores de edad por sus padres, en tanto la ley 26.061 guardó silencio en el tema la normativa reglamentaria no podía avanzar al respecto, quedando pendiente una revisión y/o reformulación a futuro, en el tema de la capacidad/incapacidad y representación de las personas menores de edad y los alcances de la patria potestad, a fin de lograr coherencia con la noción del niño como sujeto “activo” de derecho y el principio de capacidad progresiva y autodeterminación
.

Sin perjuicio de ello, entendemos que se impone una  interpretación armónica de las normas civiles a la luz de las disposiciones de la CDN y la ley 26.061 lo cual, en principio, invalida decisiones que no reconozcan el derecho del niño a contar con un abogado que lo patrocine. Así, en aquellos casos en los que, por la edad del niño, le sea imposible designar un abogado que lo patrocine, actuarán sus representantes legales en su representación. En relación a los denominados menores adultos por el código civil -aquellos de 14 hasta los 21 años-, una interpretación armónica del artículo 27 de la ley 26.061 y del artículo 55 del Código Civil -por el cual se establece que ellos, sólo tienen capacidad para los actos que las leyes les autorizan otorgar- el reconocimiento y ejercicio del derecho objeto de comentario no presenta objeciones. 

No obstante, queda por observar si corresponde limitar el reconocimiento del ejercicio de este derecho a una edad fija, en el caso a los 14 años, máxime cuando la ley no establece límite alguno. En tal sentido, consideramos que, el ejercicio del derecho a la defensa del niño, no debería atarse a una edad fija predeterminada, debiéndose reconocerse que, desde que el niño lo solicita -para lo cual obviamente debe ser necesariamente provisto de tal información- tiene capacidad para ejercer directa y personalmente tal derecho.    

Finalmente, en el artículo que nos ocupa, para asegurar la real vigencia e implementación del derecho a defensa del niño, el decreto reglamentario convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a que a la brevedad adopten las medidas necesarias para garantizar la existencia de servicios jurídicos que garanticen el acceso de la niña, niño o adolescente a ser asistidos por un abogado que los patrocine, indicando, además, que las respectivas jurisdicciones podrán recurrir a abogados que sean agentes públicos y/o a convenios con organizaciones no gubernamentales, colegios de abogados o universidades. 

Sobre el particular se ha destacado la importancia del compromiso que deben asumir todos los operadores sociales y jurídicos a los fines de que la posibilidad de ejercicio de este derecho llegue a conocimiento de los principales interesados (por ejemplo, mediante una buena campaña de difusión en el ámbito escolar), como también el diseño y la implementación de los efectores que se dediquen a representar jurídicamente al niño en los procesos, los que deben prever un fácil acceso (desde el aspecto territorial –cercanía- como institucional –sin trabas burocráticas-)
.
3.3. Vías de “comunicación” y “recepción” de denuncias, medidas de protección integral de derechos y procedimiento.  

Obligación de “comunicación” y “recepción” de las denuncias. 

Los artículos 30 y 31 de la ley establecen, respectivamente, el deber de comunicar las situaciones de vulneraciones de derechos de las niñas, niños y adolescentes y el deber del funcionario de decepcionar tales denuncias, respectivamente. 

El artículo 30 reza que, los miembros de los establecimientos educativos y de salud públicos o privados y todo agente o funcionario público que tuviere conocimiento de la vulneración de derechos de las niñas, niños y  adolescentes deberá comunicar  dicha circunstancia ante la autoridad administrativa de protección de derechos del ámbito local, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad por dicha omisión.  

De manera similar con cada disposición que menciona a los organismos locales de protección, la reglamentación -en relación al citado artículo 30- convoca a las Provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a que, identifiquen y en su caso designen, a la brevedad, a fin de garantizar los derechos de los sujetos de la Ley Nº 26.061, por las vías y/o medios que determinen las respectivas legislaciones vigentes, a las autoridades administrativas de protección de derechos en el ámbito local a los fines establecidos en el artículo 30. Por otra parte, y con una finalidad preventiva en materia de violación de los derechos de los niños, niños y adolescentes, complementa la disposición agregando que el deber de comunicación previsto en el mencionado artículo no sólo comprende aquellas situaciones de vulneración de derechos de niñas, niños y adolescentes, sino también aquellas que constituyan una amenaza  a sus derechos.

Por su parte,  y respecto al artículo 31 del cuerpo legal –que estipula que el agente público que sea requerido para recibir una denuncia de vulneración de los derechos de los sujetos protegidos por la ley, ya sea por la misma niña, niño o adolescente o por cualquier otra persona, se encuentra obligado a recibir y tramitar tal denuncia en forma gratuita, a fin de garantizar el respeto, la prevención y la reparación del daño sufrido, bajo apercibimiento de considerarlo incurso en la figura de grave incumplimiento de los deberes de funcionario público- la norma reglamentaria puntualiza dos cuestiones. 

En primer lugar, y guardando coherencia con lo reglado respecto del artículo 30, la norma extiende deber de recepcionar denuncias a los derechos amenazados, manifestando que el deber de recepcionar denuncias comprende el conocimiento no solo de situaciones de derechos vulnerados sino también de los derechos amenazados. 

En segundo lugar, a los fines de no superponer denuncias ante funcionarios distintos, o evitar que el funcionario ante el cual se presenta la denuncia se vea obligado a entender en un asunto que no resulta de su competencia y por tanto a no dar las respuestas adecuadas a la situación, se armoniza el circuito de las comunicaciones de la situaciones y la obligación de los funcionarios públicos de recepcionar toda denuncia, estableciendo que en el caso de que se denuncie una situación ante un funcionario público, cuyo objeto no resulte de su competencia, el funcionario público deberá canalizar la misma mediante su tramitación ante la autoridad administrativa de protección de derechos en el ámbito local.

Medidas de protección de derechos y procedimiento.
La ley 26.061 en su Título III, bajo el nombre de “sistema de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, define lo que se entiende por el mismo y regula las medidas de protección integral de derechos y las medidas excepcionales, instaurando a su vez regulaciones relativas al procedimiento a seguirse para la adopción y aplicación de las mismas, en sus artículos 33 a 41. 

En el sentido señalado, el cuerpo legal establece definiciones, finalidades y criterios de aplicación, precisa contenidos, enumera de manera no taxativa las medidas denominadas de protección de derechos y especifica el procedimiento a seguir para su adopción, particularmente respecto de las llamadas medidas excepcionales.

Teniendo en cuenta las dificultades que se presentaban en este tema, en orden a la competencia local en la materia
, cuestión que provocó críticas desde algunos sectores de la doctrina
, y adoptando un claro criterio de austeridad, la labor reglamentaria se detiene sólo en algunos artículos, en los que se consideró necesario establecer ciertas pautas hermenéuticas para clarificar o reforzar su aplicación en la nueva concepción jurídica sobre la protección de la infancia y adolescencia, o bien, introducir referencias que permitieran contrarrestar posibles conflictos en su aplicación e interpretación. 

De ese modo, respetando las facultades propias de los estados provinciales y la Ciudad de Buenos Aires, y respecto del artículo 33 -que define a las medidas de protección integral de derechos como aquellas emanadas del órgano administrativo competente local ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de uno o varias niñas, niños o adolescentes individualmente considerados, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias- la reglamentación reitera la convocatoria a las Provincias y la Ciudad autónoma de Buenos Aires a la identificación y, en su caso, la designación de las autoridades administrativas de protección de derechos en el ámbito local.

En relación a la las medidas excepcionales -definidas en el artículo 39 de la ley como aquellas que se adoptan cuando las niñas, niños y adolescentes estuvieren temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese ámbito- y que, de acuerdo a lo dispuesto por el legislador, tienen como objetivo la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias y finalmente, pudiendo adoptarse con limitación en el tiempo y prolongarse solo si persisten las causas que les dieron origen, las prescripciones reglamentarias se concentran en dos asuntos.  

   
En primer lugar, y dando cuenta de los problemas hermenéuticos que ha planteado la utilización de la categoría del interés superior del niño
 -principalmente en lo que respecta a su tradicional utilización para justificar la separación del niño, niña o adolescente de su familia- la reglamentación delimita cuándo resulta procedente la medida excepcional en función del principio del interés superior. En tal sentido, se prescribe que: “Se entenderá que el interés superior del niño exige su separación o no permanencia en el medio familiar cuando medien circunstancias graves que amenacen o causen perjuicio a la salud física o mental de la niña, niño o adolescente y/o cuando el mismo fuere víctima de abuso o maltrato por parte de sus padres o convivientes y no resultare posible o procedente la exclusión del hogar de aquella persona que causare el daño”. Es decir, por esta vía, se procura reducir los márgenes de discrecionalidad y ambigüedad en la aplicación del interés superior del niño, equiparándola a aquellas situaciones graves de violencia, abuso o maltrato, es decir que atenten contra la integridad psicofísica del niños, niña o adolescente. 

En un sentido similar, con el propósito de evitar a futuro la reiteración de prácticas administrativas y/o judiciales –en particular en situaciones de violencia intra-familiar- mediante las cuales, sin adoptarse todas las medidas necesarias para garantizar efectivamente el alejamiento del agresor, es el niño quien termina separado de su grupo familiar, y con la finalidad de evitar la revictimización que ello importa para el  niño, la reglamentación determina expresamente que la medida excepcional de separación solo será respetuosa del interés superior del niño, si es adoptada frente a la imposibilidad de exclusión de hogar de aquella persona que causare el daño.

En segundo lugar, y en razón de que la ley contempla las medidas excepcionales como medidas limitadas en el tiempo, sin mas precisiones, y que las mismas sólo se pueden prolongar mientras persistan las causas que les dieron origen, la labor reglamentaria se orientó a regular aspectos puntuales que hicieran eficaces las garantías consagradas por el legislador. En consecuencia en el decreto reglamentario se precisa la duración máxima de tales medidas, las que en ningún caso podrán exceder los noventa (90) días de duración, debiendo lo mismo quedar claramente consignado al adoptarse la medida excepcional. Para aquellos casos en que, pasado el tiempo fijado al adoptarse la medida excepcional, persistan las causas que le dieron origen y se resolviere prorrogarla, la reglamentación prescribe que deberá fijarse un nuevo plazo de duración –respecto del cual rige el límite de los 90 días-, mediante acto fundado, el que deberá ser notificado a todas las partes.

Respecto al procedimiento para la adopción y aplicación de las medidas excepcionales, la ley en su artículo 40 establece en su primer párrafo que las mismas solo serán procedentes, cuando previamente se hayan cumplimentado las medidas dispuestas en el artículo 33
, agregando en su párrafo segundo párrafo que declarada procedente esta excepción, será la autoridad local de aplicación, quien decida y establezca el procedimiento a seguir, acto que deberá estar jurídicamente fundado, debiendo notificar fehacientemente dentro del plazo de (24) horas, la medida adoptada a la autoridad judicial competente en materia de familia de cada jurisdicción. En relación al ello, se reglamenta solamente un aspecto de la norma contenida en el citado artículo 40, en razón de las dudas que podían presentarse en su aplicación. 

Así, toda vez que, la ley faculta a la instancia administrativa a  adoptar la medida excepcional, se imponía tener en cuenta que, en algunos casos, desde la práctica, la ejecución de la medida podía requerir de intervenciones que excedieran las atribuciones que tienen las instancias administrativas, por lo cual, la reglamentación especifica que de resultar necesario recurrir al empleo de la fuerza pública para el cumplimiento de la medida excepcional, la autoridad administrativa requerirá a la autoridad judicial competente las órdenes respectivas en el mismo acto previsto en el párrafo cuarto del artículo 40 de la ley.

Sin lugar a dudas, la disposición del artículo 40 de la ley, resultó una de las cuestiones que despertó mayores controversias y resistencia principalmente por parte de algunos sectores de la doctrina, y desconcierto en los ámbitos judiciales
, cuestionada en algunos casos por la naturaleza procesal de la prescripción en el marco de una ley nacional, pero también por tratarse de una de las normas -junto al artículo 33- en las se refleja con mayor fuerza el reordenamiento de las intervenciones de las instancias administrativas y judiciales en las cuestiones de protección a la infancia y adolescencia, en razón de las competencias que les incumbe a cada una, de acuerdo a la naturaleza de las cuestiones y/ o conflictos
.

Es de observar que la ley, plasma claramente que en aquellos casos que ameritan la concurrencia de políticas públicas sociales interviene de manera exclusiva la instancia administrativa a través de las autoridades que se definan o identifiquen, frente a las cuales son exigibles los derechos reconocidos, mediante la adopción de las denominadas medidas de protección de derechos, lo cual no implica que tales decisiones no puedan ser eventualmente sujetas a revisión judicial posterior en tanto constituyen actos administrativos. 

En cambio, frente aquellos casos que importan la adopción de medidas definidas por la ley como excepcionales y que pueden implicar la separación del niño de su familia en función de su protección, se habilita la intervención de la instancia administrativa, dado que es la instancia en la que se denuncian las situaciones de amenazas o vulneración de derechos, pero considerando la trascendencia jurídica que presenta tal medida por comprometer derechos y garantías personales de las niñas, niños y adolescentes, la ley prevé la intervención de la instancia judicial a los efectos de garantizarlos, mediante el debido control de legalidad de la medida, estableciendo las pautas del procedimiento a seguir para tales efectos en el párrafo cuarto del artículo 40
.


 4. El sistema de protección integral y las nuevas institucionalidades. ¿Aspectos no reglamentados? 

Sobre la integración del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia  

A excepción, de las pautas que se establecen sobre las medidas de protección referidas en el punto anterior, el Decreto 415/06 no regula prácticamente ninguna de las disposiciones del Título III referido al Sistema de Protección Integral de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes y del Título IV que trata sobre los organismos administrativos de protección de derechos. 

Solamente, en relación al artículo 45
, conservando la coherencia en el criterio de respeto a las competencias locales en la materia que inspira la reglamentación –máxime cuando se trata de la conformación de un órgano de representación federal-  se estipula que, a los fines de conformar el órgano establecido en el mismo, esto es, el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, con una completa representación federal, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán proveer lo necesario, en el término de ciento ochenta (180) desde el dictado del presente decreto, para identificar y en su caso establecer, por las vías y/o medios que determinen las respectivas legislaciones vigentes, a los Organos de Protección de Derechos de la Niñez, Adolescencia y Familia que tendrán representación en el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia. La misma disposición prevé que, durante ese mismo lapso, el Poder Ejecutivo Nacional, brindará a las jurisdicciones que así lo requieran la asistencia técnica necesaria a fin de facilitar la creación y/o reforma de las instituciones de infancia, de conformidad a los lineamientos establecidos por la ley.

Con la norma  por la que se convoca a la identificación o establecimiento de los órganos locales de protección se aspira a que el Consejo Federal tenga una integración que, tanto desde el punto de vista de la representación federal como de la legitimación jurídica de sus miembros, le permita cumplir con las magnas tareas que la ley le asigna. En ese sentido debe tenerse especialmente en cuenta que el art. 45 de la Ley 26.061 requiere que las provincias participen del mismo a través “de los representantes de los órganos de protección… existentes o a crearse en cada una” de las jurisdicciones. En otras palabras, por imperativo legal, la representación provincial ejercida por el respectivo distrito en el Consejo no habilita al estado provincial a designar a cualquier persona o funcionario sino a aquel que por ley cumpla las funciones indicadas. Dando cuenta de la diversa realidad de las instituciones con competencia en infancia que se da en el mapa nacional –provincias con más de un organismo, provincias sin organismo claramente identificado, etc- es que se ha incluido la citada prescripción, otorgándose un plazo razonable para que cada provincia pueda participar del Consejo en los términos en que lo exige la Ley N° 26.061.

Sobre los nuevos órganos administrativos, su reglamentación y su puesta en funcionamiento.

Respecto a los órganos administrativos nacionales de protección de derechos, creados por la ley –Secretaría, Consejo y Defensor- y en lo que compete en materia reglamentaria al Poder Ejecutivo Nacional, por el Decreto 416/06 se adoptan las primeras medidas necesarias de definición frente al necesario diseño institucional en relación a la Secretaría Nacional de Niñez,  Adolescencia y Familia y el Consejo federal de Niñez, Adolescencia y Familia.

El citado decreto reglamentario está concebido como un instrumento transitorio con la finalidad de ir generando progresivamente las condiciones para el funcionamiento pleno del sistema de protección integral que determina la ley 26.061, estrategia gradualista que tiene su punto de partida, como se verá más adelante con el dictado del Decreto 1293/05. 

En la necesidad de dotar a la Secretaría Nacional de una estructura organizativa, administrativa y financiera que haga posible ejecutar el conjunto de atribuciones y funciones que la ley le asigna, se establece –en el decreto 416/06, ahora en análisis- la dependencia de la Secretaría Nacional de Niñez,  Adolescencia y Familia en el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación -en la observancia de la correcta distribución de los órganos administrativos, los cuales deben depender de algunos de los ministerios-. Asimismo se prevé que dicha Secretaría conservará el Servicio Administrativo y Financiero del Consejo Nacional de Niñez, Adolescencia y familia
, incorpora a la Secretaría  Nacional de Niñez,  Adolescencia y Familia al Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales –integrado, además, por los Ministros de Salud, Desarrollo Social y Educación- y prevé un plazo de 90 días para que el Ministerio de Desarrollo Social eleve un proyecto integral de estructura organizativa-administrativa de los nuevos órganos administrativos nacionales.

Por otra parte, mediante el decreto mencionado, se otorga al Secretario prioritariamente aquellas facultades que permitan acelerar el proceso de construcción de la nueva institucionalidad, en particular preparando las condiciones para el funcionamiento del Consejo Federal, que presidirá y convocará el Secretario. 

Consecuentemente con el diseño de esta fase de transición se le asignan al Secretario en forma transitoria –hasta tanto estén aprobadas las estructuras que posibiliten que la Secretaría asuma y ejecute, como manifestamos las funciones que le otorga la ley 26.061- solo aquellas funciones que posibiliten: a) Convocar y coordinar acciones consensuadas con las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a los fines de la conformación del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia y su puesta en funcionamiento, b) Promover con los Gobiernos Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los acuerdos que posibiliten la transferencia de los servicios de atención directa y sus recursos a las respectivas jurisdicciones en las que actualmente esté prestando servicios el CONNAF, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 70 y 71 de la Ley Nº 26.061. c) Elaborar un proyecto que contenga las estructuras organizativas necesarias para el funcionamiento de los organismos creados por la Ley Nº 26.061. d) Coordinar y articular con los Poderes del Estado, Organismos Gubernamentales y Organizaciones de la Sociedad Civil, el Plan Nacional de Acción por los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. e) Organizar, implementar y administrar, en articulación con el Centro Nacional de Organizaciones de la Comunidad del Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales de la Presidencia de la Nación y con otros registros similares que existieren en el ámbito provincial, el registro de las organizaciones de la sociedad civil establecido por el artículo 68 de la Ley Nº 26.061. f) Ejercer transitoriamente las funciones de la presidencia del CONNAF en los términos del Decreto Nº 1293/2005.    

El Decreto N° 1293/05 -dictado luego de la derogación del Decreto N° 1606/90 y sus modificatorios N° 1631/96 y N° 295/01 (de creación y funcionamiento del CONNAF) por el artículo 76 de la ley 26.061- mantiene en funciones al citado organismo
 hasta tanto entren en funciones los nuevos organismos creados, lo cual fue motivo de algunas críticas e incertidumbres respecto al futuro de la implementación de la ley
. 

Sin embargo, una lectura atenta del mencionado decreto neutraliza las posibles dudas, toda vez que la única finalidad del mismo fue dar continuidad jurídica al CONNAF hasta tanto se pongan en marcha las institucionalidades previstas por la ley, es decir, hasta que se avance en la transición, cuestión que desde una mirada realista y práctica no puede realizarse de la noche a la mañana
. 

De no haberse adoptado esta medida u otra similar, desaparecido el organismo como persona jurídica, se hubiera dejado, conforme se explicita en los considerando del Decreto 1293/05, en la total indefensión, no solo a los sujetos que la ley precisamente protege, sino a las personas adultas mayores y personas con discapacidad que el organismo tiene bajo sus programas y que no van a ser transferidos. Ago similar sucede con los programas relacionados con jóvenes infractores, sobre los que la Ley N° 26.061 no avanza ¿Cómo hubiera podido el organismo continuar brindando sus prestaciones, desaparecido como persona jurídica?

A tales razones se suman una amplia gama de dificultades de orden jurídico y práctico. ¿Quién se hubiera hecho cargo de la contención, alojamiento, alimentación, vestimenta…etc de los niños, niñas y adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad que se encuentran en distintos programas, dependientes del CONNAF?

Más allá de los planteos y disquisiciones de fuerte sesgo teórico que algunos actores efectuaron en torno al dictado del citado decreto, lo cierto es que las razones de orden práctico y jurídico mencionadas, por cierto no poco relevantes -toda vez que son las que traducen la reales implicancias en las situaciones en la vida de los niños, niñas y adolescentes- difícilmente pueda sostenerse seriamente que el decreto en tratamiento, pueda ser tachado de arbitrario, o que produzca una desproporción entre medios y fines. ¿No se hubieran producido, en caso contrario, la afectación a derechos constitucionalmente reconocidos a los niños, niñas y adolescentes cuya protección la ley pretende? ¿Cuál constituye la real desproporción entre medios y fines?.

En síntesis, conciente de las enormes dificultades que supone la transición del viejo régimen tutelar, cuyo sustento jurídico era la Ley Agote, a una intervención estatal respetuosa de los derechos de la infancia y la adolescencia –como impone la Ley N° 26.061- el poder ejecutivo nacional se dotó de instrumentos que facilitaran un proceso de reformas sustentable y, por lo tanto, con mayores posibilidades de éxito.   

La reforma institucional que propone que la ley 26.061 a nivel nacional, organizada alrededor de un sistema integral de protección de derechos, con nuevos mecanismos y formas organizacionales, plantea un verdadero programa de acción para el Estado y la sociedad, a la vez que interpela las viejas y arraigadas estructuras tutelares -centralizadas en el ámbito de los ejecutivos y organizadas para responder a las demandas judiciales- y demanda la implementación de políticas, programas y acciones con eje en el fortalecimiento familiar y el acceso universal de todos los niños a todos sus derechos. 

Ello, no puede ser pensado ni implementado -al menos seriamente, con posibilidades reales de éxito- sino en los términos de un proceso, frente a un modelo a construir, en el que la misma ley convoca a participar a distintos actores tanto de la sociedad civil como del Estado Nacional, los Estados Provinciales, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios, lo que necesariamente demandará el tiempo requerido para llegar a espacios de consensos. 

En el plazo dispuesto por el decreto 416/06 -90 días desde su publicación, el día 18 de abril de 2006- el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación deberá elevar a la Presidencia de la Nación el proyecto de norma reglamentaria que permita poner en funcionamiento los organismos administrativos de protección de derechos. Dicho mandato incluye, sin dudas, el diseño de la estructura de la Secretaría Nacional así como la descripción de sus funciones y competencias –que incluirán necesariamente las impuestas por la ley, pero que pueden incluir otras, si esa fuera la voluntad del poder administrador-. Asimismo la labor reglamentaria deberá abordar lo relacionado con el Consejo Federal (estructura, funciones) y la relación del mismo con la Secretaría.  

Un párrafo aparte merece la consideración de la figura del Defensor de los Derechos del Niño y cuál de los poderes del estado deberá definir su estructura administrativa, su normativa interna, etc. La ley nada señala al respecto y el mandato de reglamentar es genérico y se pone en cabeza del poder ejecutivo. Ahora bien, dada la naturaleza, finalidades y dependencia institucional con que se recepta en el artículo 49
 de la ley la figura del Defensor, su implementación práctica correspondería al Congreso Nacional
. 

5. Desafíos Pendientes. 

A modo de conclusión, y a partir de considerar que los procesos de adecuación legal tienden a cumplirse en dos etapas netamente diferenciadas, una primera signada por las reformas normativas, y una segunda, que demanda un proceso de reformas institucionales, corresponde realizar algunas observaciones que podemos traducir a su vez en desafíos pendientes. 

En primer lugar, y respecto a la labor reglamentaria de la 26.061, cabe entender que si bien el proceso no se encuentra agotado, el mismo sienta las bases para garantizar una adecuada transición del régimen establecido por la derogada ley 10.903 al Sistema de Promoción y Protección Integral de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes. En ese sentido resultará de fundamental importancia el diseño de las nuevas institucionalidades creadas por la ley, tanto a nivel nacional como local, y la redefinición y/o puesta en marcha de nuevas políticas públicas, en el marco del respeto a los derechos de los niños y adolescentes, como política de Estado en la materia, con visión federal, inclusiva y participativa. 

Es importante no llamarse a engaños: no saldremos del “patronato” sólo con modificar –tarea de por sí engorrosa- los enfoques que atraviesan las prácticas dominantes en muchas instancias judiciales y administrativas con competencia en infancia. Garantizar el acceso de millones de niños y adolescentes en nuestro país a los derechos que las leyes hoy les reconocen, supone una actuación respetuosa de dichos derechos por parte de las familias, la comunidad y el conjunto de las áreas estatales. En tal contexto, una cuestión clave de la eficacia y eficiencia de una política pública de infancia y adolescencia con enfoque de derechos demanda, para que ésta provoque un impacto concreto sobre la realidad social, de capacidad para generar de manera sustentable articulaciones interinstitucionales entre todos los principales actores responsables de garantizar los derechos de las niñas, niños y adolescentes: educación, salud, justicia, diferentes niveles gubernamentales, legislativos y judiciales, así como una activa participación de las expresiones de la sociedad civil, considerando este concepto en sentido amplio –organizaciones sociales, cultos, entidades deportivas o culturales, expresiones de niños o adolescentes- y no restringido a las agrupaciones de expertos o a aquellas entidades que prestan determinados servicios asistenciales rentados al estado.

Asimismo, se requiere de una activa labor de sensibilización y promoción de derechos orientada a favorecer un cambio cultural profundo en todos los sectores de la sociedad, para acabar con mitos y prejuicios –hijos de un “sentido común” asociado a la tutela- y dar paso a una consideración real de las niñas, niños y adolescentes como sujetos activos de derechos. El desafío demanda acciones sostenidas de promoción y capacitación de todos aquellos que trabajan con niños y jóvenes, a fin de adecuar sus prácticas a una perspectiva de derechos, como así también de las niñas, niños y adolescentes, para que ellos puedan efectivamente hacerlos valer.
En segundo lugar, a pesar de que con la ley 26.061 quedó saldada la deuda del Estado Nacional en adecuar a las disposiciones de la CDN en materia de protección a la infancia y adolescencia, la ratificación e incorporación constitucional de la CDN reveló la incompatibilidad entre sus preceptos y aquellos ámbitos del derecho donde el paradigma de la incapacidad tiene su más fuerte expresión, no solo en relación al modelo de protección de los “menores”, sino también en la legislación interna de fondo en materia penal y civil. Esa contradicción resulta ostensible si se atiende al régimen penal de la minoridad aún vigente, regulado por la ley 22.278 y 22.803
, como así también a un importante universo de normas del derecho civil y en especial, del derecho de familia
.

Sobre el último punto mencionado, si bien la ley 26.061 introduce algunas pautas que atañen e impactan de manera específica a las relaciones del niño en su familia -entre las que cabe destacar las mencionadas en el artículo 3 respecto a su observancia a los fines de respetar el  principio del interés superior del niño, el amplio alcance dado a la participación activa de los niños, a  ser oído y que sus opiniones sean debidamente tenidas en cuenta (artículos 2, 3, 24, 27)
, como el principio de coparentalidad (artículo 7)
- no cabe interpretar –si se analiza la técnica legislativa de la nueva ley y se considera la voluntad del legislador- que se haya producido una derogación tácita de las normas civiles que no se ajustan a los normas convencionales, lo que demandará buscar una interpretación armónica entre ambos cuerpos legales.

La formulación amplia y general de las prescripciones de la nueva ley antes citadas, sumadas a la circunstancia de que cada vez que la ley quiso derogar o modificar alguna norma del resto de la legislación lo hizo expresamente -como con el artículo 310 del Código Civil
 y los artículos sobre la protección de persona del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- y a que la Ley N° 26.061 remite reiteradamente a “la legislación vigente” nos convocan a pensar que no ha habido derogaciones tácitas. Asimismo, ello se desprende de los debates parlamentarios que precedieron la sanción de la ley, en la que luego de señalarse que se han puesto de acuerdo a las grandes políticas generales sobre la niñez en relación al dictamen consensuado, se aclara que luego tendrán que dictarse leyes complementarias 
.  

Tales razones ponen en evidencia la falta de adecuación de la legislación civil, de modo que ella refleje la concepción del niño como sujeto activo de derecho con capacidad progresiva en el ejercicio autónomo de sus derechos en función a la evolución de sus facultades, sobre todo en lo que se refiere a las normas sobre mayoría de edad, incapacidad de ejercicio de las personas menores de edad y el consecuente sistema de representación de ellas, filiación, patria potestad, tutela y adopción
, lo que permite identificarla como una asignatura pendiente. 

En sintonía con ello, y compartiendo lo manifestado por la doctrina
, sin embargo, no debe restarse mérito a la nueva ley en relación a su impacto en las relaciones del niño en la familia, por cuanto instala en la superficie la necesidad de resignificar o armonizar las normas civiles de fondo, reforzando tal reclamo. En esa transición se impondrá, necesariamente, una hermenéutica de todo el plexo normativo dirigida a la máxima satisfacción de los derechos y garantías, inhabilitando prácticas y decisiones que obstaculicen, limiten, restrinjan o desconozcan los derechos reconocidos por la ley 26.061.    
� Adla, Bol. 29/2005, p. 2


� Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia, a sus derechos y al derecho. Sobre la “Ley de protección integral de los derechos de las niñas,  niños y adolescentes”, 26.061, Derechos de Familia, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia N° 33, (Dir. Cecilia P. Grosman), Lexis Nexis Abeledo –Perrot, marzo/abril 2006, pág. 31.


� En adelante CDN.


� “Esta ley deberá ser reglamentada en un plazo máximo de NOVENTA (90) días, contados a partir de la sanción de la presente”. (artículo 77).


� Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia,…ob. Cit. pág. 2. La autora refiere en tal sentido a los trabajos de Grosman, Cecilia P., y Herrera, Marisa, en Argentina. La reciente Ley de Protección integral de la infancia y su incidencia en el derecho de familia, inédito mimeo 2005 y BACIGALUPO DE GIRARD, María, “Una primera aproximación al análisis de la ley 26.061”, JA del 1º/2/2006, 2006-fascículo 5, pág. 45. 


� Sin embargo, la ley no determina tiempo para su entrada en vigencia , cuestión que no puede ser determinada por vía reglamentaria en los términos del artículo 99 inciso 2 de la Constitución Nacional, puesto que conforme reza el artículo 2 del Código Civil, es la propia norma la que puede establecer la fecha de entrada en vigencia o, de lo contrario, la obligatoriedad de ella rige a partir de los ocho días siguientes al de su publicación oficial, pues más allá que la misma prevea su reglamentación en un plazo máximo de 90 días, el legislador no condicionó su obligatoriedad a que se verificase tal extremo. (Cf. KIELMANOVICH, Jorge “Reflexiones procesales sobre la ley 26.061”, en LL, del 17 de noviembre de 2005).


� Publicados en el Boletín Oficial el 18 de abril de 2006. Año CXIV. Número 30.887.


� “(…) el presente decreto no agota el imperativo emanado del artículo 77 de la ley N° 26.061 ni las posibilidades de reglamentar la norma”.Cf. Considerando del Decreto N° 415/06.


� Cf. art. 1 de la C.N.


� Para un análisis histórico y normativo-institucional sobre el carácter local que tienen las normas en materia de protección integral de la infancia ver BELOFF Mary, Constitución y derechos del Niño, Separata de estudios sobre Justicia Penal Homenaje al Profesor Julio B.J. Maier, David Baigún et al., Editores del Puerto, Buenos Aires, 2005. 


� Es decir, la reglamentación no hizo más que explicitar contenidos normativos ya presentes en la ley, teniendo en cuenta el límite a la potestad reglamentaria. En tal sentido la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que no vulneran el principio de jerarquía normativa “…los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley ha sido sancionada (doctrina de Fallos 151:5; 178:224, entre muchos otros)”.


� contemplado en el artículo 4 de la CDN y receptado también en el artículo 29 de la ley 26.061


� Cf. PEÑA Carlos, El Derecho Civil en su relación con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en Sistema Jurídico y Derechos Humanos, Cuadernos de Análisis Jurídico, serie de publicaciones especiales, N° 6, Escuela de Derecho, Universidad Diego Portales, Santiago, Chile, 1996, pags. 625 y 626 cit. por Millán Patricio y Villavicencio Luis, La representación de niños, niñas y adolescentes en los procedimientos para la adopción de medidas de protección, Revista Derechos del Niño N°1, 2002, UNICEF, Facultad de Derecho Universidad Diego portales, Santiago de Chile, 2002, pág. 64.


� Cf. Observación General N° 5 (2003), Sobre Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (arts. 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44). (CRC/GC/2003/5) párr. 18, 19, 20 y 21 66, pág. 8.


� Cf. art. 1, ley 26.061.


� “Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: a) el derecho de un Estado Parte; o b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.” (artículo 41).


� Ver Zannoni, Eduardo A., El Patronato del Estado y la reciente ley 26.061, en Revista “La Ley”, Año LXIX, Nro. 219, jueves 10 de noviembre de 2005; D´Antonio, Daniel Hugo, La protección de los menores de edad como función estatal esencial, subsidiaria e indelegable (acerca de la sanción de la ley 26.061), en Revista “El Derecho”, miércoles del 7 de diciembre de 2005; BELLUSCIO, Augusto C. “Una ley en parte inútil y en parte peligrosa: la ley 26.061, Revista “La Ley”, del 24/02/2006, 1 y BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit.


� BELOFF Mary, Constitución y derechos del Niño, Separata de estudios sobre Justicia Penal Homenaje al Profesor Julio B.J. Maier, David Baigún et al., Editores del Puerto, Buenos Aires, 2005, pág. 791.


� Ibídem.


� Aunque la reglamentación no se detiene en el principio de igualdad, el mismo es  receptado en el artículo 28 de la ley 26.061, sobre el mismo consideramos que la ley hubiera podido avanzar a partir de tal principio en la eliminación de la diferencia de edades mínimas para el matrimonio entre mujeres y varones, reforma que excedía los alcances de la actividad reglamentaria. 


� Al respecto, se ha expresado que: (…) es relevante conocer el proceso de producción de la ley, habitualmente no incluido en los análisis jurídicos sobre nuevas legislaciones en nuestro medio pero de la mayor utilidad para comprender el sentido y alcance de una norma “Por lo general en la Argentina, por razones que no han sido estudiadas, los relatos referidos al contexto de producción de las leyes y de la jurisprudencia se limitan al plano periodístico. En otras latitudes es habitual que los artículos jurídicos especializados incorporen en comentarios a fallos o a leyes información relativa  a la historia de la decisión (por ejemplo, quién fue el letrado que redactó la decisión; qué organizaciones cabildearon a favor de una ley o de una sentencia, cómo se lograron las mayorías, etc.).”  Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob. Cit. pág. 7.


� Cfr. versión taquigráfica de la 15 reunión, novena sesión ordinaria del Senado de la Nación, 1 de junio de 2005, pág. 33.


� Cf. art. 3 inc. f.


� Cf. BELOFF Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit., pág. 15.  


� “La familia es responsable en forma prioritaria de asegurar a las niñas, niños y adolescentes el disfrute pleno y el efectivo ejercicio de sus derechos y garantías.


La madre y el padre tienen responsabilidades y obligaciones comunes e iguales en lo que respecta al cuidado, desarrollo y educación integral de sus hijos.


Los organismos del Estado deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir adecuadamente esta responsabilidad, y para que los padres asuman, en igualdad de condiciones sus responsabilidades y obligaciones.” (artículo 7). 


� Observación, obvia quizás, pero que se endereza a dejar en claro que el poder administrador elude establecer una definición legal de “familia” que exceda los marcos interpretativos de la Ley N° 26.061, lo que, por otra parte, resultaría inadmisible, al menos por esta vía.


� Lo cual traduce a su vez la observancia a las diferentes realidades y costumbres socio-culturales que existen en nuestro país.


� Debate general sobre la violencia contra los niños, en el seno de la familia y en la escuela, Comité de los derechos del niño, CRC/C/111, 28 de noviembre de 2001.


� Aspectos poco desarrollados en el texto de la ley 26.061.


� El artículo 42 de la CDN reza lo siguiente: “Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los niños”.


� Cf. Observación General N° 5 (2003), Sobre Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (arts. 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44). (CRC/GC/2003/5) párr. 66, pág. 19.


� Corresponde advertir que la comunicación de las situaciones descriptas en el artículo 9, podría presentar ciertas incompatibilidades con lo establecido por la ley 24.417 de protección contra la violencia familiar, toda vez que ella se centra en la intervención de la instancia judicial, más allá que el  decreto reglamentario n° 235/96 de la ley establezca en su artículo 4 una excepción a la obligación de denunciar judicialmente en el caso de que los danmificados fueran menores o incapaces, ancianos o discapacitados dentro del plazo máximo de 72 horas, cuando surja de la consulta al programa dependiente del consejo nacional del menor y familia, en el que se registran los datos sobre violencia familiar, y asientan las denuncias y comunicaciones que se reciban de los organismos correspondientes, que el caso se encuentra bajo atención o que, por motivos fundados a criterio del denunciante, resulte conveniente extender el plazo. además de que corresponde señalar que la ley 24.417 no prevé de manera determinada  medidas especiales en aquellos casos en los que la víctima fuera un niño, niña o adolescente. Sin perjuicio de ello, entendemos que en las situaciones que involucren a niñas, niños y adolescentes, deberá aplicarse la ley 26.061 por tratarse de una ley específica relativa a la protección de la infancia y posterior a la ley 24.417. En tal sentido se ha manifestado que la tendencia a denunciar y preferir la intervención judicial por sobre la actuación de otros recursos comunitarios no es siempre la manera más aconsejable de atender la violencia contra los niños en grupo familiares, ya que al recurrir a los órganos judiciales se ingresa a un sistema de control social duro. La función que en la Convención le impone al estado no es la fiscalizar las acciones de los padres o encargados de la crianza de los niños como ente externo que juzga y condena, como la tendencia legislativa que se ha desarrollado en la Argentina –en tanto se centra en la actividad jurisdiccional-, apunta más a la función de juzgamiento que a la de asistencia y prevención. (Cf. Construyendo pequeñas democracias. Los alcances de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño como instrumento para el respeto de los derechos civiles del niño en la familia, UNICEF, 1999, p. 82). De esta manera, los efectores de salud o educación que abordaren situaciones de amenaza o afectación al derecho a la integridad psicofísica de la población infanto-juvenil deberán centrar sus acciones hacia la atención de éstos promoviendo su recuperación, delegando, aquellas cuestiones que hacen a la denuncia y posible intervención judicial a los efectos de la investigación de los hechos en el organismo administrativo de protección de derechos local, por tratarse de cuestiones de naturaleza jurisdiccional, que escapan al ámbito de competencia de la política pública.     


� En este punto, los alcances del artículo 9 de la ley 26.061 guardan compatibilidad con lo dispuesto por el artículo 19 de la CDN, el cual pone énfasis en que las medidas de protección deberían comprender procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales que proporcionen asistencia al niño y a quienes cuidan de él. Asegurar la existencia de programas asistenciales que incluyan la colaboración de otros miembros del grupo familiar logrando su comprensión y compromiso con las medidas que se recomienden para ayudar al niño, y eventualmente con algunas medidas judiciales, es esencial para proteger la integridad del niño. (Cf. Construyendo pequeñas democracias. Los alcances de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño como instrumento para el respeto de los derechos civiles del niño en la familia, UNICEF, 1999, p. 82). 


� “El Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes está conformado por todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, y establece los medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional.


La Política de Protección Integral de Derechos de las niñas, niños y adolescentes debe ser implementada mediante una concertación articulada de acciones de la Nación, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los Municipios.


Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección Integral de Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes debe contar con los siguientes medios: a) Políticas, planes y programas de protección de derechos; b) Organismos administrativos y judiciales de protección de derechos; c) Recursos económicos; d) Procedimientos; e) Medidas de protección de derechos; f) Medidas de protección excepcional de derechos”.(artículo 32).


� “El sistema de protección integral se conforma por los siguientes niveles: a) NACIONAL: Es el organismo especializado en materia de derechos de infancia y adolescencia en el ámbito del Poder Ejecutivo nacional; b) FEDERAL: Es el órgano de articulación y concertación, para el diseño, planificación y efectivización de políticas públicas en todo el ámbito del territorio de la República Argentina; c) PROVINCIAL: Es el órgano de planificación y ejecución de las políticas de la niñez, cuya forma y jerarquía, determinará cada provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respetando las respectivas autonomías así como las instituciones preexistentes.


Las provincias podrán celebrar convenios dentro del marco jurídico vigente para municipios y comunas en las jurisdicciones provinciales, como asimismo implementar un organismo de seguimiento de programas de protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes en coordinación articulada con las organizaciones no gubernamentales de niñez, adolescencia y familia”. (artículo 42).


� Sin pretender realizar una comparación exhaustiva, por escarpar el objeto de este trabajo, cabe observar, en líneas muy generales, que las leyes de protección integral locales, a excepción de las leyes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las de las provincias de Misiones y Buenos Aires, las demás que contemplan algún tipo de procedimiento o mecanismo para la comunicación y/o denuncia de situaciones de amenaza o vulneración al derecho a la integridad psicofísica, sólo mencionan a la autoridad competente no estableciendo si es la autoridad administrativa o judicial, o bien establecen la intervención necesaria de la  autoridad judicial o ministerio pupilar.


� “Son acciones dependientes de instancia privada las que nacen de los siguientes delitos:


1. Los previstos en los artículos 119, 120 y 130 del Código Penal cuando no resultare la muerte de la persona ofendida o lesiones de las mencionadas en el artículo 91. 


2. Lesiones leves, sean dolosas o culposas. Sin embargo, en los casos de este inciso se procederá de oficio cuando mediaren razones de seguridad o interés público. 


3.  Impedimento de contacto de los hijos menores con sus padres no convivientes. 


En los casos de este artículo, no se procederá a formar causa sino por acusación o denuncia del agraviado, de su tutor, guardador o representantes legales. Sin embargo, se procederá de oficio cuando el delito fuere cometido contra un menor que no tenga padres, tutor ni guardador, o que lo fuere por uno de sus ascendientes, tutor o guardador. Cuando existieren intereses gravemente contrapuestos entre algunos de éstos y el menor, el Fiscal podrá actuar de oficio cuando así resultare más conveniente para el interés superior de aquél.” (artículo 72 Código penal) 


� “Los organismos del Estado deben garantizar procedimientos sencillos y rápidos para que los recién nacidos sean identificados en forma gratuita, obligatoria, oportuna e inmediatamente después de su nacimiento, estableciendo el vínculo filial con la madre, conforme al procedimiento previsto en la ley 24.540”. 


Ante la falta de documento que acredite la identidad de la madre o del padre, los organismos del Estado deberán arbitrar los medios necesarios para la obtención de la identificación obligatoria consignada en el párrafo anterior, circunstancia que deberá ser tenida especialmente en cuenta por la reglamentación de esta ley. 


Debe facilitar la adopción de medidas específicas para la inscripción gratuita en el Registro del Estado y Capacidad de las Personas, de todos aquellos adolescentes y madres, que no hayan sido inscriptos oportunamente” (artículo 12). 


� El artículo 255 del Código Civil establece que: “ En todos los casos en que un menor aparezca inscripto como hijo de padre desconocido, el  Registro Civil efectuará la comunicación al Ministerio Público de Menores, quien deberá procurar la determinación de la paternidad y el reconocimiento del hijo por el presunto padre. En su defecto podrá promover la acción judicial correspondiente si media conformidad expresa de la madre para hacerlo”.


� Los sistemas de identificación empleados a lo largo del tiempo no eran lo suficientemente seguros, hasta que Juan Vucetich descubrió el Sistema Dactiloscópico Argentino (1891), el que hasta nuestros días es el de mayor eficacia y eficiencia.


� Corresponde señalar aquí, el especial énfasis que se deberá poner para dar efectivo cumplimiento a las disposiciones de la ley, en razón de que su aplicación ha sido diversa, según las distintas jurisdicciones provinciales. Por su parte, la ausencia de una reglamentación correspondiente ha  obstaculizado aún más su implementación. En tal sentido, se registra la presentación de  un proyecto en la Cámara de Diputados (Expte. N° 3919-D-2004) declarando la necesidad que el Poder Ejecutivo de la Nación reglamente la ley 24.540 que establece el régimen de identificación de recién nacidos, lo que debió haber sido cumplido en 1995 a los sesenta días de su publicación en el Boletín Oficial, (B.O. 22 de setiembre de 1995), sin perjuicio de que actualmente se registran nuevos proyectos de ley que introducen modificaciones. A las dificultades señaladas en el plano legislativo se suman otras en el plano práctico, como por ejemplo la falta de insumos y falta de personal especificado. (Cf. El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. www.unicef.org/argentina).


� Entre ellos se mencionan los siguientes: falta de recursos de las familias de los niños nacidos, dificultades para acceder a los centros de tramitación, falta de documentación solicitada para la realización del trámite como la falta del documento de identidad de la madre y/o del padre, la falta de la constancia legal de residencia en el caso de los extranjeros, el requerimiento de certificaciones (de pobreza, de domicilio, etc.), estampillados o trámites conexos; y falta de información respecto de los procedimientos para inscribir cada nacimientos. Estudio realizado en el año 2001 por UNICEF, CIPPEC y PROPUESTAS. El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. � HYPERLINK "http://www.unicef.org/argentina" ��www.unicef.org/argentina�. 


� Estudio realizado en el año 2001 por UNICEF, CIPPEC y PROPUESTAS. Cit. en El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. � HYPERLINK "http://www.unicef.org/argentina" ��www.unicef.org/argentina�. En similar sentido, otro estudio señala que dos son las cuestiones que resultan claves para garantizar la identidad de los recién nacidos, la gratuidad y la información. (Cf. Gabriela Dolinsky, Cristina Fenucci, Daniela Rimoldi Schmidt y Marina Tuduri, El recién nacido y su derecho a la identidad, Revista Derecho de Familia, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia N° 29, (Dir. Cecilia P. Grosman), Lexis Nexis Abeledo –Perrot, 2004, págs. 274 y 275.


� “Las niñas, niños, adolescentes y madres indocumentadas, tienen derecho a obtener los documentos públicos que comprueben su identidad, de conformidad con la normativa vigente y en los términos que establece el procedimiento previsto en la ley 24.540.” (artículo 13)


� Como consecuencia se debe a que los trámites de inscripción y otorgamiento del D.N.I. se realizan de manera articulada.


� Cf. El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. � HYPERLINK "http://www.unicef.org/argentina" ��www.unicef.org/argentina�. En el mismo sentido ver también Gabriela Dolinsky, Cristina Fenucci, Daniela Rimoldi Schmidt y Marina Tuduri, El recién nacido y su derecho a la identidad, Revista Derecho de Familia, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia N° 29, (Dir. Cecilia P. Grosman), Lexis Nexis Abeledo –Perrot, 2004, pág. 274.


� “Estudio de cobertura del registro de hechos vitales en establecimientos y áreas seleccionados” cit. en  El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. www.unicef.org/argentina.


� Cf. El derecho a la identidad en la Argentina actual. Boletín Estadístico del UNICEF –Oficina de Argentina/ Ministerio de Salud de la Nación /INDEC. Diciembre de 2002. Año I. Número 3. Ciudad de Buenos Aires. www.unicef.org/argentina.


� “ Los Organismos del Estado deben garantizar: a) El acceso a servicios de salud, respetando las pautas familiares y culturales reconocidas por la familia y la comunidad a la que pertenecen siempre que no constituyan peligro para su vida e integridad; b) Programas de asistencia integral, rehabilitación e integración; c) Programas de atención, orientación y asistencia dirigidos a su familia; d) Campañas permanentes de difusión y promoción de sus derechos dirigidas a la comunidad a través de los medios de comunicación social.


Toda institución de salud deberá atender prioritariamente a las niñas, niños y adolescentes y mujeres embarazadas.


Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la atención integral de su salud, a recibir la asistencia médica necesaria y a acceder en igualdad de oportunidades a los servicios y acciones de prevención, promoción, información, protección, diagnóstico precoz, tratamiento oportuno y recuperación de la salud” (artículo 14).


� Está integrado por el conjunto de ministros de Salud de las jurisdicciones provinciales, por el ministro de Salud de la Nación y por el secretario de Salud, coordinador de este consejo. En dicho ámbito se diseñan políticas comunes y se aprueban cursos de acción conjuntos. Tiene como objetivo propender integralmente al coordinado desarrollo sectorial en materia de salud en toda la República, a cuyo fin se aplicará preferentemente a: a) la apreciación de los problemas de Salud comunes a todo el país, de los de cada provincia y de cada región en particular; b) la determinación de las causas de tales problemas; c) el análisis de las acciones desarrolladas y la revisión de las concepciones a que respondieran, para establecer la conveniencia de ratificarlas o modificarlas; d) la especificación de postulados básicos, capaces de caracterizar una política sectorial estable de alcance nacional y la recomendación de los cursos de acción aconsejables para su instrumentación; e) la compatibilización global de las tareas inherentes a la diagramación y ejecución de los programas asistidos, conducidos por la autoridad sanitaria nacional y la de cada jurisdicción a fin de lograr coincidencias en los criterios operativos, en la aplicación de los recursos disponibles y en la selección de métodos de evaluación, estimulando la regionalización y/o zonificación de los servicios; y f) contribuir al desarrollo de un sistema federal de Salud.


� Por medio de esta ley del 19 de enero de 1981 se crea el Consejo Federal de Salud.


�  Cf. art. 3 de la ley 25.673 y considerandos del decreto 1282/2003.


� Cf. art. 2 de la ley 25.673.


� El art. 4 de la ley 23.849 expresa que: “la presente ley se inscribe en el marco del ejercicio de los derechos y obligaciones que hacen a la patria potestad. En todos los casos se considerará primordial la satisfacción del interés superior del niño en el pleno goce de sus derechos y garantía consagrados en la Convención Internacional de los Derechos del Niño”.


� Ver “Liga de amas de Casa, usuarios y consumidores de la República Argentina y otros c/ G. C.B.A. s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”; “Esteva, Carlos M. y otros c/ GCBA”, “Meda del Río, Mónica v. Municipalidad de Vicente López s/ amparo”, sentencia del 7 de abril de 2002, LL, 2002-E, 324. En igual sentido, ese mismo cuerpo colegiado emitió sentencia de fecha 5 de julio de 2002 en la causa “Durán de Costa, Mabel y otro c. Municipalidad de Vicente López”.


� Proyecto de ley  2093-D-2004 (TP 39), arts. 36 y 37 y proyecto de ley 2525-D-2004 (TP 49), arts. 34  y 35. Estos dos proyectos consagran como derechos específicos de los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo a su desarrollo, el acceso a la información y educación en salud reproductiva, para una conducta sexual y una maternidad y paternidad responsable, sana, voluntaria y sin riesgos. Asimismo, prevén la obligación del Estado —en paralelo con la participación activa de la sociedad— consistente en garantizar servicios y programas de atención a la salud sexual y reproductiva a todos los niños, niñas y adolescentes. También establecen que los servicios y programas de atención deben ser accesibles económicamente, confiables, resguardar el derecho a la privacidad de los niños, niñas y adolescentes y respetar su libre consentimiento, basado en una información oportuna y veraz. Con relación a los adolescentes, consagran su derecho a solicitar y recibir estos servicios por sí mismos.


� Proyecto de ley  S-1530-04, arts. 36 y 37; y proyecto de ley S-1177-04, arts. 37 y 38.


� El tema que nos ocupa aparece regulado específicamente solo en siete provincias que cuentan con leyes de protección integral de los derechos de la infancia y adolescencia, tales como Chubut, Jujuy, Misiones, Neuquén, San Juan, Tierra del Fuego y la Ciudad Autónoma de la Buenos Aires. Con mayor o menor amplitud, estas normas reconocen y protegen el derecho a la salud sexual y reproductiva dentro del derecho más amplio de los niños y adolescentes a la salud. A la vez, que establecen la obligación del Estado local de garantizar el acceso a la información, la educación y programas en materia de salud sexual y reproductiva como medidas, entre otras, al servicio de la plena aplicación y protección del derecho a la salud de los niños y adolescentes. La ley de la provincia de Río Negro, si bien no contiene una norma que se refiera expresamente al derecho a la salud sexual y reproductiva, al regular la implementación de la política social de prevención y protección integral de niños y adolescentes, establece que se dará especial atención a las problemáticas de abuso sexual infanto-juvenil y embarazos precoces, entre otras. Y finalmente, en las leyes de la provincia de Buenos Aires, Salta, Chaco y Mendoza, el derecho a la salud sexual y reproductiva de los niños y adolescentes no recibe reconocimiento expreso. (Análisis realizado por Bonaparte Carolina, Herrera Marisa, Burgués Marisol y Spaventa Verónica, “Una mirada de los derechos sexuales y reproductivos a partir de la narrativa normativa positiva y jurisprudencial”, ponencia presentada en el V Congreso de Sociología Jurídica, La Pampa, noviembre de 2004).


� Para un desarrollo del tema ver Famá María Victoria y Herrera Marisa, “Estado, responsabilidad parental y derecho a la educación de los hijos”, publicado en la � HYPERLINK "http://www.eldial.com.ar/" �www.eldial.com.ar�. , Burgués, Marisol B. “La educación sexual en los colegios. ¿Una tensión entre los derechos de la familia y la obligación del Estado?”, “Caleidoscopio legislativo de los Derechos del Niño” (2004), Infancia y Ley, Documento de trabajo N°1, abril de 2005, Capítulo 5.


� Ello, sin perjuicio de plantear que, frente a la vigencia de la ley 25.673, principalmente en virtud de lo establecido en su artículo 5, sea necesario la creación, por ley, de un programa específico en la materia, o si, por el contrario, no resultaría más adecuado y a la vez más operativo que se implementen directamente aquellos aspectos conducentes a fin de dar operatividad a los objetivos establecidos en la mencionada ley.


� CF. CRC/C/15/Add.187, párr. 51 inc. a).


� “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la educación pública y gratuita, atendiendo a su desarrollo integral, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía, su formación para la convivencia democrática y el trabajo, respetando su identidad cultural y lengua de origen, su libertad de creación y el desarrollo máximo de sus competencias individuales; fortaleciendo los valores de solidaridad, respeto por los derechos humanos, tolerancia, identidad cultural y conservación del ambiente.


Tienen derecho al acceso y permanencia en un establecimiento educativo cercano a su residencia. En el caso de carecer de documentación que acredite su identidad, se los deberá inscribir provisoriamente, debiendo los Organismos del Estado arbitrar los medios destinados a la entrega urgente de este documento.


Por ninguna causa se podrá restringir el acceso a la educación debiendo entregar la certificación o diploma correspondiente.


Las niñas, niños y adolescentes con capacidades especiales tienen todos los derechos y garantías consagrados y reconocidos por esta ley, además de los inherentes a su condición específica.


Los Organismos del Estado, la familia y la sociedad deben asegurarles el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna”. (artículo 15).


� Según un estudio de la CEPAL, la pobreza es la variable que explica en mayor medida a la deserción escolar en la Argentina. Pero los altos índices de deserción escolar muestran también la debilidad de las políticas educativas en orden a que la escuela sea un ámbito de formación y contención para niños y jóvenes, produciendo de esta manera fracaso y deserción escolar. Aquellos jóvenes en estas condiciones, tampoco son absorbidos por el mercado laboral, y como consecuencia de ello, pese a las mejoras en muchos indicadores sociales y económicos aún tenemos en nuestro país más de 1.200.000 jóvenes que no estudian ni trabajan. Aunque la tendencia a la desescolarización viene bajando, lo hace en una proporción que deja afuera a muchos chicos", según datos del Diario Clarín, se trata de 71.898 chicos de 6 a 11 años, y de 105.519 que tienen entre 12 y 14 años.


� Cf. CRC/C/15/Add.187, párr. 57 inc. b). 


� Ver información en www.me.gov.ar.


� Cf. HRI/GEN/1/Rev. 6, párr. 15, pág. 286.   


� Cf CRC/C/15/Add.187, párr. 57 inc. d). 


� “Prohíbese a las instituciones educativas públicas y privadas imponer por causa de embarazo, maternidad o paternidad, medidas correctivas o sanciones disciplinarias a las niñas, niños y adolescentes.


Los organismos del Estado deben desarrollar un sistema conducente a permitir la continuidad y la finalización de los estudios de las niñas, niños y adolescentes. 


La mujer privada de su libertad será especialmente asistida durante el embarazo y el parto, y se le proveerán los medios materiales para la crianza adecuada de su hijo mientras éste permanezca en el medio carcelario, facilitándosele la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella”. (artículo 17)


� El art. 1° de la ley nacional 25.584 –a la que adhirieron las provincias de Chaco, L.5060, Corrientes, L.5488 y Santa Fé, L.12.083- dispone que "queda prohibido en los establecimientos de educación pública del país, de cualquier nivel, ciclo y modalidad, toda acción institucional que impida el inicio o continuidad del ciclo escolar a cualquier alumna embarazada o por cualquier otra circunstancia vinculada con lo anterior que produzca efecto de marginación, estigmatización o humillación.". Este artículo fue  modificado por la ley 25.808 estableciendo que "Se prohíbe a los directivos o responsables de los establecimientos oficiales y privados de educación pública de todo el país, en todos los niveles del sistema y de cualquier modalidad, la adopción de acciones institucionales que impidan o perturben el inicio o prosecución normal de sus estudios a las estudiantes en estado de gravidez o durante el período de lactancia y a los estudiantes en su carácter de progenitores. Las autoridades educativas del respectivo establecimiento estarán obligadas, en cuanto a la estudiante embarazada a autorizar los permisos que, en razón de su estado sean necesarios para garantizar tanto su salud física y psíquica como la del ser durante su gestación y el correspondiente período de lactancia". La norma modificatoria amplia la obligación a las instituciones privadas y no solo a los establecimientos públicos, e incorpora a los progenitores varones dentro de su ámbito de protección, respondiendo en este punto a una nueva valorización social del rol paterno en la crianza de los hijos, de conformidad con las disposiciones de jerarquía constitucional que prevén para los hombres y las mujeres "los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera sea su estado civil..." (cfr. art. 16, inc. d), CEDAW y reconocen el principio de que "ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y desarrollo del niño" (cfr. art. 18, inc. 1°, CDN). Para un desarrollo del tema ver Famá, María Victoria y Herrera, Marisa, Ley, adolescencia y coparentalidad ADLA 2004 –A, 1449.  


� En la actualidad es muy frecuente el abandono de los estudios debido a la maternidad precoz, pues aunque no hay normas formales que impidan la concurrencia de las adolescentes embarazadas o madres a la escuela, el sistema ejerce una selectividad negativa quedando en su mayoría excluidas por falta de apoyos específicos para su nueva situación (Cf. Informe de Organizaciones No Gubernamentales argentinas sobre la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. La situación en el cumplimiento de los derechos de los niños, niñas, y adolescentes en la Argentina-Escenario, desafíos y recomendaciones. Colectivo de Derechos de Infancia y Adolescencia, febrero de 2002). Según una investigación realizada a principios de este año por especialistas de un centro sanitario del conurbano bonaerense, de 100 adolescentes que se embarazan, sólo tres continúan estudiando regularmente y terminan la escuela media. El dato surge del relevamiento que realizaron médicos del Servicio de Ginecología Infanto-Juvenil del hospital Héroes de Malvinas de Merlo sobre un conjunto de 100 adolescentes embarazadas de bajos recursos con una edad promedio de 16 años, pero dentro del rango de 14 a 21. El 30 por ciento de estas chicas ya había dejado la escuela antes del embarazo, el 23 la dejó al enterarse que estaba embarazada, un 44 por ciento siguió estudiando pero fue dejando y sólo termina en forma regular un 3 por ciento" (Fte: Diario La Prensa, 25.10.04). Para un desarrollo del tema puede consultarse Pantelides, Edith, "Aspectos sociales del embarazo y fecundidad adolescente en América Latina", trabajo presentado en el Seminario "La Fecundidad en América Latina ¿Transición o Revolución?", organizado por la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) en Santiago de Chile, junio de 2003; "Madres demasiado pronto", Segunda edición del programa "Periodistas por un día" lanzado por la Secretaría de Educación del G.C.B.A, investigación de alumnos de la Escuela Técnica nº 24 D.E. 17, publicada en "Revista La Nación" de fecha 10/11/02; Jusid, Ana, "Reflexiones sobre la maternidad adolescente", en "Revista Ensayos y Experiencias", nº 41 sobre "Derechos del niño, prácticas sociales y educativas", Ediciones Novedades Educativas, Buenos Aires, noviembre-diciembre de 2001, pág. 70 y ss; entre otros. 


� Cf. CRC/C/15/Add.187, párr. 47 incs. b) y c). 


� Cf. art. 75 inc. 23, C.N.


� En el artículo 2 se reconoce el derecho de toda mujer: a) a recibir información adecuada sobre las distintas intervenciones médicas que pudieran tener lugar durante el embarazo, parto o postparto, así como sobre la evolución del parto y el estado del recién nacido; b) a ser tratada con respeto, en forma personalizada y en resguardo de su intimidad y sus pautas culturales; c) al parto natural, respetuoso de los tiempos biológico y psicológico, evitando prácticas invasivas y el suministro de medicación que no estén justificados por su estado de salud o el de la persona por nacer; d) a participar de las decisiones de los profesionales intervinientes; e) a no ser sometida a intervenciones cuyo propósito sea de investigación, salvo consentimiento expreso por escrito; f) a estar acompañada, por una persona de su confianza y elección durante el trabajo de parto, parto y postparto y a tener a su lado a su hijo durante la permanencia en el establecimiento sanitario, siempre que éste no requiera de cuidados especiales; g) a ser informada, desde el embarazo, sobre los beneficios de la lactancia materna y recibir apoyo para amamantar, así como sobre los cuidados de sí misma y del niño por nacer..


� En el artículo 3 se reconoce el derecho de toda persona recién nacida a: a) ser tratada en forma respetuosa y digna; b) su inequívoca identificación; y c) la internación conjunta con su madre y a que la misma sea lo más breve posible, teniendo en consideración su estado de salud y el de aquélla.  


� En el art. 4° reconoce a ambos padres de la persona recién nacida en situación de riesgo el derecho a: a) recibir información comprensible, suficiente y continuada sobre el proceso o evolución de la salud de su hijo, incluyendo diagnóstico, pronóstico y tratamiento; b) tener acceso continuado a su hijo mientras la situación clínica lo permita, así como a participar en su atención y en la toma de decisiones relacionadas con su asistencia; c) facilitar la lactancia materna de la persona recién nacida siempre que no incida desfavorablemente en su salud; y d) recibir asesoramiento e información sobre los cuidados especiales del niño o niña.  


� Se ha definido como parto humanizado a aquél donde "la mujer y el recién nacido son atendidos con los mejores cuidados técnicos, afectivos y emocionales según indica la evidencia científica, la práctica de un parto humanizado no sólo contempla hacer tratamientos médicos beneficiosos sino también intervenciones 'no médicas' que han demostrado mejoran los resultados y dan a la futura madre un mayor confort". Las medidas para humanizar el parto no representan mayores gastos económicos para los sistemas de salud, en tanto que permite la obtención de mejores resultados y una mayor participación de la mujer, su pareja y familiares en el nacimiento de un hijo así como también un ahorro en los presupuestos de las maternidades. (Cf. Perceval, María Cristina, Ley 25.929: Derechos durante el proceso de nacimiento, ADLA 2004 - E, 6584) Ver también  Famá, María Victoria Herrera, Marisa, Hay leyes que acompañan los cambios en la sociedad: un comentario sobre la ley 25.929, ADLA 2004 - E, 6576.


� “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la libertad. Este derecho comprende:


a) Tener sus propias ideas, creencias o culto religioso según el desarrollo de sus facultades y con las limitaciones y garantías consagradas por el ordenamiento jurídico y ejercerlo bajo la orientación de sus padres, tutores, representantes legales o encargados de los mismos;


b) Expresar su opinión en los ámbitos de su vida cotidiana, especialmente en la familia, la comunidad y la escuela;


c) Expresar su opinión como usuarios de todos los servicios públicos y, con las limitaciones de la ley, en todos los procesos judiciales y administrativos que puedan afectar sus derechos.


Las personas sujetos de esta ley tienen derecho a su libertad personal, sin más límites que los establecidos en el ordenamiento jurídico vigente.


No pueden ser privados de ella ilegal o arbitrariamente.


La privación de libertad personal, entendida como ubicación de la niña, niño o adolescente en un lugar de donde no pueda salir por su propia voluntad, debe realizarse de conformidad con la normativa vigente.” (artículo 19).


� El total de niños, niñas y adolescentes (hasta los 21 años) privados de libertad en el país es de 19.579, siendo la gran mayoría de ellos, el 87,1% institucionalizados por causas de tipo “no penal”, proporción que salvo pocas excepciones se mantiene en todas las provincias. (Fte: Investigación realizada por la secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación junto a UNICEF “Privados de libertad” Situación de niños, niñas y adolescentes en Argentina, julio de 2006). En el mismo sentido, consultar la investigación desarrollada por el Cels con el apoyo de unicef  “Situación de niños, niñas y adolescentes privados de la libertad en la Provincia de Buenos Aires”, diciembre de 2003. 


� Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit., pág. 20. 


�Publicada en el Boletín Oficial 28/11/2002 - ADLA 2003 - A, 4.


� El artículo 2 expresa que la política ambiental nacional deberá cumplir determinados  objetivos, entre los que se establece en el inciso h, el de promover cambios en los valores y conductas sociales que posibiliten el desarrollo sustentable, a través de una educación ambiental, tanto en el sistema formal como en el no formal.


� El artículo 8 establece entre los instrumentos de la política y la gestión ambiental, la educación ambiental, entre otros. 


� El artículo 14 prescribe que: “La educación ambiental constituye el instrumento básico para generar en los ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes que sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la preservación de los recursos naturales y su utilización sostenible, y mejoren la calidad de vida de la población”.


� El artículo 15 manifiesta que, la educación ambiental constituirá un proceso continuo y permanente, sometido a constante actualización que, como resultado de la orientación y articulación de las diversas disciplinas y experiencias educativas, deberá facilitar la percepción integral del ambiente y el desarrollo de una conciencia ambiental. Estableciendo a continuación, el deber de las autoridades competentes de coordinar con los consejos federales de Medio Ambiente (COFEMA) y de Cultura y Educación, la implementación de planes y programas en los sistemas de educación, formal y no formal. Disponiendo, finalmente que las jurisdicciones, en función de los contenidos básicos determinados, instrumentarán los respectivos programas o currículos a través de las normas pertinentes”. 


� Cf. artículo 5 inciso m).


� Este aspecto se encuentra regulado en el mismo sentido en la ley provincial de Chubut N° 4347 art. 21, estipulándose además una sanción pecuniaria para quien afecte el derecho a la dignidad, pudiéndose plantear un incremento progresivo de los montos, considerando la reiteración en la falta por parte de medio de comunicación. 


� De manera similar, aunque con matices diferentes, la ley de Misiones, si  bien prohíbe a cualquier medio de comunicación social, público o privado, la publicación o difusión de informaciones que  identifiquen o puedan dar lugar a la identificación de niños, niñas y adolescentes, víctimas o infractores de disposiciones penales o contravencionales (cf. art. 32), deja a salvo las actuaciones ante la justicia de familia en las que si media autorización expresa del niño, niña o adolescente  y su defensa técnica establece la primacía del principio de publicidad (cf. art. 72). En cambio, en las leyes de protección provinciales que consagran este derecho como Salta (cf. art. 27), Jujuy (cf. art. 24), San Juan (cf. art. 22), Mendoza (cf. art. 12), Provincia de Buenos Aires (cf. art. 45), Ciudad de Buenos Aires (cf. art. 16), Chubut (21), Tierra del Fuego (cf. art. 26), y Neuquén (cf. art. 20) no se contempla la posibilidad de que el niño, niña o adolescente o sus representantes legales puedan prestar su autorización para la difusión o publicación. En el caso de Salta, cabe destacar que se excluye en la prohibición de difusión, las informaciones que emitan los órganos judiciales competentes.  


� Máxime si se tiene en cuenta que del espíritu de la ley se desprende la responsabilidad primaria de la familia respecto a la crianza de los niños y el principio de intervención estatal subsidiaria.


� Boletín Oficial 05/04/1973 - ADLA 1973 - A, 115


� Cf. artículo 1.


� Cf. artículo 1 y nota al Poder Ejecutivo acompañando el proyecto de ley


� “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho de asociarse libremente con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos, laborales o de cualquier otra índole, siempre que sean de carácter lícito y de conformidad a la legislación vigente. Este derecho comprende, especialmente, el derecho a: a) Formar parte de asociaciones, inclusive de sus órganos directivos; b) Promover y constituir asociaciones conformadas exclusivamente por niñas, niños, adolescentes o ambos, de conformidad con la ley”. (artículo 23).


� Cf. WEINBERG Inés M (directora), Convención sobre los Derechos del Niño, Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, febrero del 2003, págs. 241 a 244.


� Cf. Construyendo pequeñas democracias. Los alcances de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño como instrumento para el respeto de los derechos civiles del niño en la familia, UNICEF, 1999, págs. 65 y 66. 


� Regulado en los artículos 33, 24, 46 y concordantes.


� Mediante el cual se establece que el discernimiento para los actos lícitos, se adquiere a los catorce años.


� Cf. art. 12, ley N° 20.615.


� “Los Organismos del Estado deben garantizar el derecho de las personas adolescentes a la educación y reconocer su derecho a trabajar con las restricciones que imponen la legislación vigente y los convenios internacionales sobre erradicación del trabajo infantil, debiendo ejercer la inspección del trabajo contra la explotación laboral de las niñas, niños y adolescentes.


Este derecho podrá limitarse solamente cuando la actividad laboral importe riesgo, peligro para el desarrollo, la salud física, mental o emocional de los adolescentes. 


Los Organismos del Estado, la sociedad y en particular las organizaciones sindicales coordinarán sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y limitar toda forma de trabajo legalmente autorizada cuando impidan o afecten su proceso evolutivo” (artículo 25).


� Desde esta postura o visión de largo alcance se postula la erradicación del trabajo infantil, sobre la base de considerar que  es causa de perpetuación de la pobreza a la vez que constituye un grave problema social. Frente a ella, existe otra concepción en la que prima una visión más inmediatista, en la que el trabajo infantil, consecuencia de la pobreza, es considerado una oportunidad de participación y al mismo tiempo una estrategia de sobrevivencia personal y social. Esta corriente, por tanto, reinvindica la defensa/ protección del trabajo infantil argumentando que los hijos de los pobres deben trabajar no sólo por razones económicas –contribución al ingreso familiar- sino también, como forma de integración social. Para un desarrollo del tema ver RUIZ Alicia, en ¿Es posible la democracia cuando muchas criaturas no pueden jugar? Reflexiones acerca del trabajo infantil, Revista Justicia y Derechos del Niño N° 2, UNICEF, Buenos Aires, noviembre de 2000, p.165, entre otros.


� Esta fórmula, a no ser que se haya introducido con alguna finalidad preventiva, que por otra parte o se alcanza a vislumbrar claramente cual puede ser, resulta confusa dado que de su lectura parecería presuponer que existe alguna forma de trabajo infantil que estuviera legalmente autorizada. 


� El Convenio OIT 138, sobre la edad mínima de admisión al empleo, ratificado por nuestro país en julio de 1996 por la ley 24.650. Este convenio pretende la total abolición del trabajo de los niños y niñas, estipulando la edad mínima de acceso al trabajo o empleo o trabajo (no debe ser menor a los 15 años). Este convenio tiene como ejes fundamentales: la política nacional de los Estados adherentes con relación al trabajo infantil, la educación escolar, la edad mínima de admisión, la edad mínima conforme a la situación particular de los Estados Miembros, excepción para categorías limitadas de empleos o trabajos, permisos individuales y sanciones. 


� El Convenio OIT 182, sobre la prohibición de las peores formas del trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, ratificado por nuestro país en julio de 2000 por la ley 25.255. Este convenio considera perores formas de trabajo infantil todo trabajo que tenga una naturaleza y condición dañina a la salud, seguridad y moralidad de los niños.


� Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia,…ob. Cit. pág. 20. 


� Ver artículo 3 de la ley 3820 de la Provincia de Misiones, artículo 2 de la ley 4347 de la Provincia de Chubut, artículo 3 de la ley 7338 de la Provincia de San Juan, y artículo 2 de la ley 2302 de la Provincia de Neuquén.


� Cf. CRC/C/15/Add. 187 párrafo 59 inc. b).


� Cf. art. 189 de la Ley de Contrato de Trabajo N° 20.744.


� “El derecho de defensa es el apoyo supremo de una serie de exigencias a cumplir por las leyes de procedimiento como presupuesto para considerar válido el juzgamiento de una persona o la intervención en su vida y persona por un órgano jurisdiccional (material o formal) y sus consecuencias. El mismo, se realiza mediante el reconocimiento de una garantía frente al poder del Estado, y por lo tanto, como el resto de las garantías representa propiamente una limitación frente al poder estatal, cualquiera sea su materialización. Es decir, si bien esta garantía ha tenido mayor análisis doctrinario, normativo y jurisprudencial desde el ángulo del proceso penal, no se refiere exclusivamente al poder penal del estado”. (Cf. MAIER, Julio B.J., Derecho Procesal Penal I. Fundamentos, Buenos Aires, editores del Puerto, 1999, págs. 540-543).


� La defensa material abarca la facultad de ser oído, en general, se entiende por defensa material o autodefensa: “la intervención personal y directa de las partes en el proceso, sin el ministerio o representación de su defensor técnico”. (Cf. CAROCCA Alex, Garantía Constitucional de la Defensa Procesal, José María Bosch Editor, Barcelona, 1998, p. 446 citado por MILLÁN Patricio y VILLAVICENCIO Luis,…ob. Cit. p. 53).


� La defensa técnica, se ha definido como aquella que se hace efectiva “por personas peritas en derecho que tienen como profesión el ejercicio de esta función técnica-jurídica de la defensa de las partes que actúan en el proceso, para poner de relieve sus derechos, satisfaciéndose a partir del cumplimiento de dos exigencias: la posibilidad que la parte designe o cuente con un abogado de confianza y el derecho a recibir asistencia técnica de oficio en los casos que la persona no pueda procurarse por sí misma un defensor letrado”. (Cf. FENECH Miguel, citado por CAROCCA Alex, ob. Cit, p. 492 citada por citado por MILLÁN Patricio y VILLAVICENCIO Luis, ob. Cit.,  pags. 53 y 59).


� “A más de los representantes necesarios, los incapaces son promiscuamente representados por el ministerio de menores, que será parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa, en que los incapaces demanden o sean demandados, o que se trate de las personas o bienes de ellos, so pena de nulidad de todo acto y de todo juicio de que hubiere lugar sin su participación” (artículo 59). 


� Cf. GARRIDO DE PAULA Paulo Alfonso, “El Ministerio Público y los derechos del niño y del adolescente en el Brasil, Revista Justicia y Derechos del Niño N°2, UNICEF, Buenos Aires, 2000. 


� Cf. art. 120 CN.


� Cf. LLAMBÍAS, Jorge J., Tratado de Derecho civil. Parte General, 3° ed., Abeledo-Perrot, 1967, T. I, p. 157, Justo, Alberto M., Intervención judicial y extrajudicial de los asesores de menores, en L.L. 96-860; FASSI, Santiago C., Código procesal Civil y Comercial de la Nación, 2° ed., Astrea, buenos Aires, 1980, t. I., N° 321 cit por D’ ANTONIO Daniel H. En Actividad jurídica de los menores de edad, tercera edición actualizada, ed. Rubinzal-Culzoni, 2004,  pág. 48. 


� Cf. SCJBA, 93-605; CNCiv., Sala D, L.L. 66-643 cit. por D’ ANTONIO Daniel H., en op. Cit., p. 48.


� Cf. FASSI, Santiago C., Código procesal Civil y Comercial de la Nación, 2° ed., Astrea, buenos Aires, 1980, t. I., p. 149, N° 321 cit por D’ Antonio Daniel H. En op. Cit., p. 48. 


� Cf. FASSI, Santiago C., Código procesal Civil y Comercial de la Nación, 2° ed., Astrea, buenos Aires, 1980, t. I., cit por D’ ANTONIO Daniel H. En op. Cit., p. 48.  Asimismo, desde la doctrina se ha expresado que el Defensor de Menores, en tanto ejerce una representación promiscua, representa los “intereses” del menor pero, a la vez, cumple con la función tutelar propia del Patronato del estado. De ahí que sus intervenciones se identifican con las del juez, en el sentido de contribuir a la “tutela” del menor. Sus intereses son los del Estado en su función tutelar y no los intereses del niño o joven tutelado en cuanto titular de derechos y garantíasCf. BELOFF, Mary y MESTRES, Jose Luis…ob. Cit.


� Cuestión que amerita un mayor análisis, que excede el objeto del presente trabajo.


� Cf. Cillero Bruñol, Miguel, Defensoría de la Infancia. Experiencia internacional, revista Justicia y derechos del Niño N° 6, UNICEF, Santiago de Chile, noviembre de 2004, págs. 179/180. Para un desarrollo del tema ver Cf. El trabajo del Defensor de los Niños, Innocenti digest, UNICEF.


� A modo de ejemplo es de observar que el artículo  274 del Código Civil establece que: “Los padres, sin intervención de sus hijos menores, pueden estar en juicio por ellos como actores o demandados, y a nombre de ellos celebrar cualquier contrato en los límites de su administración señalados en este código”.


� Cf. MINYERSKY, Nelly y Herrera, Marisa, Documento de trabajo sobre la Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes (Ley 26.061).


� Al respecto cabe observar que, la potestad exclusiva de la autoridad administrativa en la adopción de medidas de protección integral de derechos y aún en los casos de medidas excepcionales dejando a la justicia el control de legalidad y seguimiento de estas últimas no aparece plasmado con el mismo alcance en las leyes locales, a excepción de las leyes de la  Ciudad de Buenos Aires y la Provincia de Buenos Aires. Algunas leyes provinciales ni siquiera establecen un catálogo de medidas de protección, otras no logran no logran establecer con claridad la desjudicialización de cuestiones asistenciales ya que respecto de toda medida de protección se habilita la instancia judicial. Por su parte, otras leyes como las de las provincias de Chubut, Tierra del Fuego y Neuquén establecen medidas de protección definiendo expresamente cuales pueden ser adoptadas por la autoridad administrativa y cuales deben ser adoptadas por la autoridad judicial.


� En tal sentido se ha expresado que: “determinar el contenido específico de tales medidas es claramente competencia local”. Cf. BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit., pág 24. Con relación a la cuestión planteada –competencia provincial o nacional para legislar en torno al sistema de protección de derechos de niños, niñas y adolescentes- no puede dejar de advertirse que, así como muchas provincias sancionaron sus propias normas al respecto –“tutelares” o adecuadas a la CDN- la tradición jurisprudencial en muchas otras no cuestionó la directa aplicabilidad de la Ley N° 10.903. En los estados provinciales en los que predominó ese criterio, resultaría de toda lógica que ahora se considere de aplicación obligatoria la Ley N° 26.061. 


� Sin perjuicio, de que en el mismo entendimiento, la ley define el principio del interés superior en su artículo 3, agregando determinadas pautas de precisión en cuanto a su contenido, aplicación e interpretación.


� Desde un sector de la doctrina se ha criticado la rigidez de este enunciado, frente al cual se impone una correcta evaluación de cada caso, que habilitaría cierta flexibilización interpretativa de la norma en determinadas circunstancias de gravedad y urgencias.


� Ver Zannoni, Eduardo A., El Patronato del Estado y la reciente ley 26.061, en Revista “La Ley”, Año LXIX, Nro. 219, jueves 10 de noviembre de 2005; D´Antonio, Daniel Hugo, La protección de los menores de edad como función estatal esencial, subsidiaria e indelegable (acerca de la sanción de la ley 26.061), en Revista “El Derecho”, miércoles del 7 de diciembre de 2005; BELLUSCIO, Augusto C. “Una ley en parte inútil y en parte peligrosa: la ley 26.061, Revista “La Ley”, del 24/02/2006, 1 y BELOFF, Mary, Tomarse en serio a la infancia…ob cit. A todo evento no puede dejar de considerarse lo expuesto en la parte final de la cita 122 del presente.


� Los principios de intervención del estado en la protección de la infancia y adolescencia se transforman de modo que, se acentúa el protagonismo de las políticas sociales para apoyar a la familia en la protección, desarrollo y supervivencia de los niños/ as y se replantea el papel de la intervención de la justicia afirmando su importancia como instancia de resolución de conflictos específicamente jurídicos y como mecanismo de garantía para la exigibilidad de aquellos derechos que, siendo amenazados o vulnerados por el Estado, las instituciones, o los particulares, no logran resolverse en otro plano. Desde este enfoque, es que se separan final y radicalmente dos órdenes cosas. Por un lado se ubican los problemas sociales, susceptibles de una competencia específica de protección en el que se resalta el rol activo que deben desempeñar los poderes ejecutivos en el diseño e implementación de políticas sociales como herramientas necesarias en la restitución y/ o satisfacción de derechos. Por otro lado, la subsidiaridad de la intervención judicial, a los efectos de garantizar el ejercicio y disfrute de los derechos sociales reconocidos a todas las personas, disponiendo la adopción de las medidas de acción positiva que fueren necesarias a tales efectos.


� Como se ha explicado “…estas medidas se tratan de actos jurisdiccionales, y más propiamente resoluciones recaídas en procedimientos judiciales originados en actuaciones administrativas, esencialmente el señalamiento de una guarda y/o exclusión o externación del niño de su actual ámbito familiar…”. (Cf. KIELMANOVICH, Jorge “Reflexiones procesales sobre la ley 26.061”, en LL, del 17 de noviembre de 2005).


� “Créase el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, el que estará integrado por quien ejerza la titularidad de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, quien lo presidirá y por los representantes de los Organos de Protección de Derechos de Niñez, Adolescencia y Familia existentes o a crearse en cada una de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


El Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia dictará su propio Reglamento de funcionamiento, el cual deberá ser aprobado en la primera reunión” (Art. 45).





� En adelante CONNAF


� “El CONSEJO NACIONAL DE NIÑEZ, ADOLESCENCIA Y FAMILIA, organismo descentralizado en el ámbito del MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, continuará desarrollando sus actividades, hasta tanto se organicen administrativamente y entren en funciones los organismos administrativos de protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes creados por la Ley Nº 26.061”. (Art. 1 Decreto 1293/05).


� Ver SABSAY, Daniel Alberto, “La dimensión constitucional de la ley 26.061 y del decreto 1293/2005”, Protección Integral de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Análisis de la Ley 26.061, Fundación Sur Argentina-Editores del Puerto, págs. 23 y 24. Cabe aclarar que, pese a que algunas voces se alzaron cuestionando la constitucionalidad del decreto 1293/05, no se efectuaron presentaciones administrativos y/o judiciales que pusieran en tela de juicio su aplicabilidad.


� Que el decreto no estableciera plazo a la continuidad, tampoco resulta motivo de preocupación teniendo en cuenta que un decreto no puede modificar una ley en plena vigencia y que tanto el plazo para su reglamentación como el proceso de transferencias se encuentran ya fijados en ella.


� “El Defensor de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes será propuesto, designado y removido por el Congreso Nacional, quien designará una comisión bicameral que estará integrada por diez miembros, cinco de cada Cámara respetando la proporción en la representación política, quienes tendrán a su cargo la evaluación de la designación que se llevará a cabo mediante un concurso público de antecedentes y oposición. Las decisiones de esta Comisión se adoptarán por el voto de las dos terceras partes de sus miembros. 


El Defensor deberá ser designado dentro de los NOVENTA (90) días de sancionada esta ley y asumirá sus funciones ante el Honorable Senado de la Nación, prestando juramento de desempeñar fielmente su cargo” (artículo 49).


� Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 de la ley en cuanto a la competencia del Poder ejecutivo en el destino de la partida presupuestaria para solventar los gastos administrativos del Defensor. 


� Al respecto, se ha señalado que la derogación de la ley 10.903 proyecta sus consecuencias en el régimen legal aplicable a los menores de 18 años que hayan cometido hechos que la ley tipifica como delitos, ya que el sistema previsto por las leyes 22.278 y 22.803 se basa en la figura del Patronato que autoriza la disposición provisional y definitiva del niño o adolescente imputado por motivos de abandono o peligro material o moral (Cf. MENDEZ COSTA, Maria J., MURGA, María Eleonora “Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Encuadre internacional latinoamericano y provincial argentino”, LA LEY 2006-A, 1045).


� Para un desarrollo del tema ver: Busso Eduardo B., Código Civil Anotado, T° 1, Ediar, Buenos Aires, 1994, página 961 Guastavino, Notas al Código Civil Argentino, T° 1, Buenos Aires, 1899, página 6. y Baldameras, "Son los menores incapaces?" en Derecho de Familia, Revista Interdisciplinaria de Doctrina y Jurisprudencia N° 1, Abeledo Perrot, Buenos Aires, p. 86. Por su parte, resulta abundante la doctrina que se manifiesta cuestionando la falta de superación de las normas civiles. En tal sentido, ver Grosman Cecilia (dir.), Los derechos del Niño en la familia. Discurso y realidad, edit. Universidad, Buenos Aires, 1998; Minyerski Nelly, "Derecho de Familia y aplicación de las Convenciones Internacionales sobre niños y mujeres", en Derechos Universales realidades particulares, UNICEF, p. 103, Mizrahi Mauricio Luis, en "El niño: Educación para una autonomía responsable, LL –1993-E-1277; Silvia Chavaneau, "A que edad puedo?; Baldameras, en op. Cit. p. 82; REARTES, JULIA en "Infancia y Derechos: algunas cuestiones a debatir"; JA 1994 IV página 904,  Geto Maria del Carmen, "La nueva normativa en materia de capacidad de obrar de las personas, Civitas, Madrid, p. 26; Stein Enrique, en "Atributos de la Persona Humana", p. 167; Mizrahi, Mauricio Luis “El derechos del niño a un desarrollo autónomo y la nueva exégesis del Código Civil”, Derecho de Familia N° 26, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia, Lexis Nexis-Abeledo-Perrot, Buenos Aires 2004,  pag. 122


� A partir de ello, difícilmente pueda considerarse en las instituciones de derecho de familia el derecho del niño a ser oído como una facultad a otorgar por parte de los adultos, como la negación del  reconocimiento de la capacidad de ejercicio progresiva de los niños/as y adolescentes principalmente en lo que respecta a sus derechos personalísimos. En particular respecto a la noción de “centro de vida” contemplada en el artículo 3 inciso f de la ley , destacado como elemento rector para regular las asignaturas propias del derecho de familia, se ha manifestado que dicha previsión vendría a modificar las pautas del legales vigentes en materia de ley aplicable y juez competente, constituyendo una modificación sustancial. (Cf. Famá, María Victoria y Herrera, Marisa, Crónica de una ley anunciada y ansiada, en Anales de Legislación Argentina 2005-E, 5809).


� Un sector del la doctrina, preguntándose sobre el sentido o dirección propuesta por la ley 26.061 en la revisión para reconstruir un nuevo tipo de relación entre el niño y la familia y cuales constituyen las principales modificaciones que esta nueva normativa trae consigo, advierte que el régimen actual en materia de “patria potestad” se vería sustancialmente modificado al colocar como principio general el de la coparentalidad. En ese contexto, se advierte que la denominada “tenencia compartida” ha dejado de ser una conquista jurisprudencial para ser una realidad normativa. (Cf. MINYERSKY, Nelly y Herrera, Marisa, Documento de trabajo sobre la Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. Ley.26.061). Sin perjuicio de lo señalado, no entendemos que el artículo 7 de la ley haya modificado las normas sobre tenencia del código civil, aunque cabe rescatar su importancia en tanto abre  las puertas para reforzar el debate sobre tenencia compartida.


� Llama la atención la redacción del art. 310 que restringe la permanencia del niño con su familia al otro progenitor o en su defecto a los parientes convocados a ejercer la tutela legal, sin que se encuentre contemplada una participación más amplia de otros familiares, ni la consideración de mecanismos de ayuda y asistencia antes que decidir la asunción de la tutela por parte del Estado. En tal sentido, esta observación resulta compartida por Famá, María Victoria y Herrera, Marisa, Crónica de una ley anunciada y ansiada, en Anales de Legislación Argentina 2005-E, 5809, quienes a partir de la consideración de la revalorización de la familia en sentido amplio, como uno de los pilares que sostiene el paradigma de la protección integral, critican la reforma introducida al respecto, por cuanto la redacción utilizada por la ley no refleja la amplitud al referirse expresamente y de manera única a un vínculo predeterminado.


� Cf. Plenario de Comisiones, martes 28 de septiembre de 2004, Protección integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes.


� Para un detalle de los aspectos que deberían adecuarse en cada institución relativa la derecho de familia ver MIZRAHI, Mauricio Luis “El derechos del niño a un desarrollo autónomo y la nueva exégesis del Código Civil”, Derecho de Familia N° 26, Revista interdisciplinaria de doctrina y jurisprudencia, Lexis Nexis-Abeledo-Perrot, Buenos Aires 2004,  pag. 122, BASSO Silvina y BURGUÉS Marisol, “Diagnóstico sobre la situación normativa-judicial de la infancia a nivel nacional-local y promoción de una propuesta normativa”, Mimeo, 2003.


� Cf. Famá, María Victoria y Herrera, Marisa, Crónica de una ley anunciada y ansiada, en Anales de Legislación Argentina 2005-E, 5809





